
DERECHOS TERRITORIALES DE LOS GRUPOS ÉTNICOS

Decreto 1088 de 19931  (Junio 10)  
Creación de las Asociaciones de Cabildos y/o autoridades tradicionales 
indígenas

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de las facultades conferidas por el artículo 56 transitorio 
de la Constitución Política, y

CONSIDERANDO:

Que la Constitución Política en su artículo 56 transitorio facultó al Gobierno para dictar normas relativas al 
funcionamiento de los territorios indígenas mientras se expide la ley a que se refi ere el artículo 329 de la Carta;

Que el nuevo ordenamiento Constitucional ha establecido una especial protección para las Comunidades 
Indígenas;

Que la Ley 89 de 1890 facultó a los Cabildos Indígenas para administrar lo relativo al gobierno económico de 
las parcialidades;

Que las nuevas condiciones de las comunidades indígenas en el país exigen un estatuto legal que las faculte 
para asociarse, de tal manera que posibilite su participación y permita fortalecer su desarrollo económico, 
social y cultural;

DECRETA:

Artículo 1. Aplicabilidad. Los Cabildos y/o Autoridades Tradicionales Indígenas, en representación de sus 
respectivos territorios indígenas, podrán conformar asociaciones de conformidad con el presente Decreto.

Artículo 2. Naturaleza Jurídica. Las asociaciones de que trata el presente Decreto, son entidades de Derecho 
Público de Carácter Especial, con Personería Jurídica, patrimonio propio y autonomía administrativa.

Artículo 3. Objeto. Las asociaciones que regula este Decreto, tienen por objeto, el desarrollo integral de las 

comunidades indígenas.

Para el cumplimiento de su objeto podrán desarrollar las siguientes acciones:

• Adelantar actividades de carácter industrial y comercial bien sea en forma directa, o mediante convenios 

celebrados con personas naturales o jurídicas.

•  Fomentar en sus comunidades proyectos de salud, educación y vivienda en coordinación con las respectivas 

autoridades nacionales, regionales o locales y con sujeción a las normas legales pertinentes.

Artículo 4. Autonomía. La Autonomía de los Cabildos o autoridades Tradicionales Indígenas no se compromete 

por el hecho de pertenecer a una asociación.

Artículo 5. Constitución. La constitución de las asociaciones de que trata este Decreto o la vinculación a las 

mismas, se hará con la manifestación escrita del Cabildo o autoridad Tradicional Indígena, previo concepto 

favorable de los miembros de la comunidad de conformidad con sus usos y costumbres.

Artículo 6. Contenido de los Estatutos. Toda asociación de Cabildos y/o Autoridades Tradicionales Indígenas 

deberá regirse por los estatutos que contengan por lo menos los siguientes puntos:

•  Nombre y domicilio;

•  Ámbito territorial en que desarrollan sus actividades;

1. El Decreto 1088 de 1993 que se expidió con fundamento en las facultades del artículo 56 transitorio de la Constitución Política, se encuentra limitado en 

su aplicación por el tiempo, hasta que se expida la Ley de que trata el artículo 329 C.P., la cual podrá ratifi carlo.
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•  Los Cabildos y/o Autoridades Tradicionales que la conforman;

•  Funciones que constituyen su objeto y tiempo de duración;

•  Aportes de los asociados, patrimonio y reglas para su conformación y administración;

•  Órganos de dirección, vigilancia, representación legal, control y régimen interno;

•  Normas relativas a la solución de confl ictos que ocurran entre los asociados;

•  Normas relativas a la reforma de los estatutos, retiro de los asociados, disolución, liquidación de la entidad y 

disposición del remanente.

Artículo 7. Bienes. El patrimonio y recursos fi nancieros de la asociación sólo podrán ser destinados para el 

cumplimiento de los objetivos de la misma.

Artículo 8. Control Fiscal. Cuando las asociaciones de que trata el presente Decreto manejen fondos o bienes 

de la Nación, el control fi scal corresponde a la Contraloría General de la República en los términos establecidos 

en el artículo 267 de la Constitución Política y a las Contralorías Departamentales o Municipales, cuando el 

origen de los recursos sean seccionales o locales.

Artículo 9. Asamblea. La máxima autoridad de las asociaciones que regula este Decreto, será una Asamblea 

cuya conformación y funciones será establecida por los estatutos que adopte la asociación.

Artículo 10. Naturaleza de los Actos y Contratos. Los actos y contratos de naturaleza industrial o comercial de 

las asociaciones de que trata el presente Decreto, se regirán por el derecho privado. En los demás casos se sujetarán 

a las normas sobre asociaciones de entidades públicas conforme al Decreto 130 de 1976 y normas concordantes.

Artículo 11. Registro de la Asociación. Una vez conformada la asociación, deberá registrarse en la Dirección 

General de Asuntos Indígenas del Ministerio de Gobierno, para que pueda empezar a desarrollar sus actividades.

Parágrafo. Para efecto de coordinación con las entidades territoriales, la Dirección General de Asuntos Indígenas 

deberá informar a las respectivas autoridades locales o regionales sobre el registro de las Asociaciones de que 

trata el presente Decreto.

Artículo 12. Requisitos. La solicitud de registro deberá contener los siguientes documentos:

• Una (1) copia del acta de conformación de la asociación, suscrita por los Cabildos o Autoridades Tradicionales 

Indígenas que la integran;

• Una (1) copia del acta de posesión de los Cabildos o Autoridades Tradicionales que hacen parte de la 

asociación;

• Un (1) ejemplar de los estatutos y su respectiva aprobación;

• Actas de las reuniones de la respectiva comunidad indígena, donde se aprobó el ingreso del Cabildo o 

Autoridad Tradicional Indígena a la asociación.

Parágrafo. Además del acta de posesión de las Autoridades Tradicionales Indígenas ante el respectivo Alcalde, 

conforme a la Ley 89 de 1890, deberán presentar los peticionarios certifi cación expedida por la Dirección General 

de Asuntos Indígenas del Ministerio de Gobierno, en la que conste su calidad de autoridad Tradicional Indígena 

y el territorio en donde ejerce su jurisdicción.

Artículo 13. Prohibiciones. Los Cabildos o Autoridades Tradicionales Indígenas que conformen las asociaciones 
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de que trata el presente Decreto, no podrán vender o gravar las tierras comunales de los grupos étnicos o los 

resguardos indígenas, de conformidad con lo preceptuado por el artículo 63 de la Constitución Política y demás 

normas concordantes.

Artículo 14º. En los aspectos no regulados por este Decreto, se aplicarán las disposiciones legales pertinentes, en 

especial los Decretos 130 de 1976, 2001 de 1988 y demás disposiciones concordantes. 
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Decreto 1745 de 1995  (Julio 8)
Reconocimiento de la propiedad colectiva de las tierras de las 
comunidades negras

Artículo 1. Principios. El presente Decreto se fundamenta en los principios y derechos de que trata la Cons-

titución Política y las leyes 70 de 1993 y 21 de 1991, y dará aplicación a los principios de efi cacia, economía 

y celeridad, con el objeto de lograr la oportuna efectividad de los derechos reconocidos en dichas normas.

Artículo 2. Ámbito de la aplicación. El presente Decreto se aplicará en las zonas señaladas en la Ley 70 de 1993.

CAPÍTULO II. DE LOS CONSEJOS COMUNITARIOS 

Artículo 3. Defi nición. Una comunidad negra podrá constituirse en Consejo Comunitario, que como per-

sona jurídica ejerce la máxima autoridad de administración interna dentro de las Tierras de las Comunidades 

Negras, de acuerdo con los mandatos constitucionales y legales que lo rigen y los demás que le asigne el 

sistema de derecho propio de cada comunidad.

En los términos del numeral 5º, artículo 2 de la Ley 70 de 1993, Comunidad Negra es el conjunto de familias 

de ascendencia afrocolombiana que poseen una cultura propia, comparten una historia y tienen sus propias 

tradiciones y costumbres dentro de la relación campo-poblado, que revelan y conservan conciencia e iden-

tidad que las distinguen de otros grupos étnicos.

Al Consejo Comunitario lo integran la Asamblea General y la Junta del Consejo Comunitario.

Artículo 4. La Asamblea General. Para los efectos del presente Decreto, la Asamblea General es la máxima 

autoridad del Consejo Comunitario y estará conformada por las personas reconocidas por éste, de acuerdo 

con su sistema de derecho propio y registradas en el censo interno.

La Asamblea se reunirá ordinariamente cada año para la toma de decisiones, para el seguimiento y evalua-

ción de las labores de la Junta del Consejo Comunitario y para tratar temas de interés general y, extraordina-

riamente, cuando vaya a solicitar el título colectivo o cuando lo estime conveniente.

La Asamblea en la cual se elija la primera Junta del Consejo Comunitario, será convocada por las organiza-

ciones comunitarias existentes reconocidas por la comunidad. En adelante, convoca la Junta del Consejo 

Comunitario, si ésta no lo hiciera oportunamente, lo hará la tercera parte de los miembros de la Asamblea 

General de acuerdo con el sistema de derecho propio de la misma. Las convocatorias deberán hacerse con 

un mínimo de treinta (30) días de anticipación.

La toma de decisiones en la Asamblea General del Consejo Comunitario se hará, preferiblemente, por con-

senso. De no lograrse éste, se procederá a decidir por la mayoría de los asistentes.

Artículo 5. Quórum de la Asamblea General. El quórum mínimo para sesionar la Asamblea General será 

de la mitad más uno de sus integrantes. En el evento de no existir quórum en la fecha y hora convocadas, 

los asistentes podrán fi jar fecha y hora para una nueva Asamblea, la cual sesionará con la tercera parte de los 

asambleístas reconocidos y registrados en el censo interno.

Artículo 6. Funciones de la Asamblea General:

1.  Nombrar las personas que la presidan, las cuales deberán ser diferentes a los miembros de la Junta del 

Consejo Comunitario.



DERECHOS TERRITORIALES DE LOS GRUPOS ÉTNICOS

2.  Elegir los miembros de la Junta del Consejo Comunitario y revocar su mandato de acuerdo con el regla-
mento que establezca la Asamblea.

3.  Determinar el régimen de inhabilidades, incompatibilidades y disciplinario de la Junta del Consejo Comu-
nitario.

4.  Aprobar el reglamento de usos y traspasos del usufructo de las tierras asignadas a los individuos o a las 
familias, cumpliendo las condiciones previstas en el artículo 7 de la Ley 70 de 1993 y de acuerdo con el 
sistema de derecho propio de la comunidad.

5.  Aprobar o improbar los planes de desarrollo económico, social y cultural que formule la Junta del Consejo 
Comunitario.

6.  Decidir sobre las temas que por mandato de este decreto y los reglamentos internos de la comunidad 
sean de su competencia.

7.  Aprobar la delimitación de las Tierras de las Comunidades Negras que serán solicitadas en propiedad 
colectiva, con base en la propuesta formulada por la Junta del Consejo Comunitario.

8.  Proponer mecanismos y estrategias de resolución de confl ictos de acuerdo con las costumbres tradicio-
nales de la comunidad.

9.  Reglamentar y velar por la aplicación de normas del sistema de derecho propio de las comunidades negras.

10.  Determinar mecanismos internos que fortalezcan la identidad étnico-cultural y que promuevan la organi-
zación comunitaria.

11.  Velar por el aprovechamiento y conservación de los recursos naturales de conformidad con la legislación 
ambiental y las prácticas tradicionales de producción y demás que garanticen el manejo sustentable de 
los recursos naturales.

12.  Elegir al representante legal de la comunidad, en cuanto persona jurídica.

13.  Darse su propio reglamento.

Artículo 7. La Junta del Consejo Comunitario. La Junta del Consejo Comunitario es la autoridad de di-

rección, coordinación, ejecución y administración interna de la comunidad que ha conformado un Consejo 

Comunitario para ejercer las funciones que le atribuye la Ley 70 de 1993, sus decretos reglamentarios y las 

demás que le asigne el sistema de derecho propio de la comunidad. Sus integrantes son miembros del Con-

sejo Comunitario, elegidos y reconocidos por éste.

Artículo 8. Conformación y período de la Junta del Consejo Comunitario. El período de la Junta del 

Consejo Comunitario vence el 31 de diciembre de cada tres (3) años a partir del primero de enero de 1996.

Debe ser representativa y será conformada teniendo en cuenta las particularidades de cada comunidad ne-

gra, sus estructuras de autoridad y la organización social de las mismas.

Artículo 9. Elección. La elección de los miembros de la Junta del Consejo Comunitario se hará por consenso. 

En caso de no darse, se elegirá por mayoría de los asistentes a la Asamblea General del Consejo Comunitario. 

La elección se llevará a cabo en la primera quincena del mes de diciembre, de la cual se dejará constancia en 

el acta respectiva.

Sus miembros sólo podrán ser reelegidos por una vez consecutiva.

Parágrafo 1. Las Actas de Elección de la Junta del Consejo Comunitario se presentarán ante el alcalde mu-

nicipal donde se localice la mayor parte de su territorio, quien la fi rmará y registrará en un libro que llevará 

para tal efecto, en un término no mayor de cinco (5) días. Dicha acta constituirá documento sufi ciente para 

los efectos de representación legal.
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La Alcaldía Municipal enviará copia de las actas a los Gobernadores y alcaldes de las entidades territoriales 

involucradas y a la Dirección de Asuntos para las Comunidades Negras del Ministerio del Interior.

Parágrafo 2. La Alcaldía Municipal respectiva resolverá en primera instancia sobre las solicitudes de impug-

nación de los actos de elección de que trata el presente artículo, las cuales deberán ser presentadas dentro 

de los dos (2) meses siguientes a dicha elección.

La Dirección de Asuntos para las Comunidades Negras del Ministerio del Interior conocerá en segunda ins-

tancia las solicitudes de impugnación y se hará seguimiento a los procedimientos y trámites que sobre esta 

materia se adelanten ante el tribunal Contencioso Administrativo competente.

Artículo 10. Requisitos para ser elegido miembro de la Junta del Consejo Comunitario:

1.  Pertenecer a la comunidad negra respectiva.

2.  Ser nativo del territorio de la comunidad para la cual se elige, reconocido por ésta y registrado en el censo 

interno, o tener residencia permanente por un período no inferior a diez (10) años y haber asumido las 

prácticas culturales de la misma.

3.  No estar desempeñando cargos públicos con excepción de la labor docente.

4.  Ser mayor de edad y ciudadano en ejercicio.

5.  Las que defi nan los reglamentos internos de las comunidades, que no sean contrarias a la Constitución y 

la Ley.

Artículo 11. Funciones de la Junta del Consejo Comunitario. Son funciones de la Junta del Consejo Co-

munitario, entre otras, las siguientes:

1.  Elaborar el informe que debe acompañar la solicitud de titulación, según lo dispuesto en los artículos 8 y 

9 de la Ley 70 de 1993.

2.  Presentar a la Asamblea General del Consejo Comunitario, para su aprobación, la propuesta de delimita-

ción del territorio que será solicitado en titulación colectiva.

3.  Diligenciar ante el Incora la titulación colectiva de las tierras de la comunidad negra respectiva.

4.  Velar por la conservación y protección de los derechos de la propiedad colectiva y por la integridad de los 

territorios titulados a la comunidad.

5.  Ejercer el gobierno económico de las Tierras de las Comunidades Negras según sus sistemas de derecho 

propio y la legislación vigente.

6.  Delimitar y asignar en usufructo áreas de uso y aprovechamiento individual, familiar y comunitario en el 

territorio titulado colectivamente, reconociendo las que han venido ocupando tradicionalmente y con 

base en el reglamento que expida la Asamblea General del Consejo Comunitario.

7.  Presentar y gestionar planes de desarrollo para su comunidad, previa autorización de la Asamblea General 

del Consejo Comunitario.

8.  Crear y conservar el archivo de la comunidad, llevar libros de actas, cuentas y de registro de las áreas asig-

nadas y los cambios que al respecto se realicen; y hacer entrega de esta información a la siguiente Junta 

del Consejo Comunitario al fi nalizar su período.

9.  Presentar a consideración de la Asamblea General del Consejo Comunitario, para su aprobación, el regla-

mento de administración territorial y manejo de los recursos naturales, y velar por su cumplimiento.
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10.  Administrar, con base en el reglamento y las normas vigentes, el uso, aprovechamiento y conservación de 

los recursos naturales, y concertar la investigación en las Tierras de las Comunidades Negras.

11.  Presentar, concertar, ejecutar y hacer seguimiento a proyectos y programas con entidades públicas y pri-

vadas para el desarrollo económico, social y cultural de su comunidad.

12.  Hacer de amigables componedores en los confl ictos internos, ejercer funciones de conciliación en equi-

dad y aplicar los métodos de control social propios de su tradición cultural.

13.  Propender por el establecimiento de relaciones de entendimiento intercultural.

14.  Citar a reuniones ordinarias y extraordinarias de la Asamblea General del Consejo Comunitario.

15.  Determinar mecanismos de coordinación con las diferentes autoridades, con otras comunidades y con 

grupos organizados existentes en la comunidad.

16. Darse su propio reglamento y establecer las funciones de cada uno de sus miembros.

17.  Las demás que le fi je la Asamblea General del Consejo Comunitario y el reglamento interno.

Artículo 12. Funciones del Representante Legal del Consejo Comunitario. Son funciones del Represen-

tante Legal del Consejo Comunitario, entre otras, las siguientes:

1.  Representar a la comunidad, en cuanto persona jurídica.

2.  Presentar ante el Incora, previo aval de la Asamblea General y de la Junta del Consejo Comunitario, la 

solicitud de titulación colectiva del territorio de la comunidad que representa.

3.  Presentar, ante la autoridad ambiental competente y ante el Ministerio de Minas y Energía, las solicitudes 

de aprovechamiento, exploración y explotación de recursos naturales, en benefi cio de la comunidad, 

previa aprobación de la Junta del Consejo Comunitario; exceptuándose, los usos por ministerio de la Ley, 

respecto de los recursos naturales renovables.

4.  Las demás que le asigne la ley y el reglamento interno.

 Previa aprobación de la Junta del Consejo Comunitario, celebrar convenio o contratos y administrar los 

benefi cios derivados de los mismos.

CAPÍTULO III. DE LA COMISIÓN TÉCNICA 

Artículo 13. Conformación, carácter y sede. Para los efectos de la aplicación de los artículos 8 y 17 de la 

Ley 70 de 1993, en un término improrrogable de treinta (30) días a partir de la vigencia del presente Decreto, 

el Ministro del Medio Ambiente, el Gerente General del Instituto Colombiano de la Reforma Agraria, Incora, 

y el Director General del Instituto Geográfi co “Agustín Codazzi”, IGAC, designarán los funcionarios de las res-

pectivas entidades que la integran.

La Comisión tiene carácter técnico y transitorio, con sede en la capital de la República y puede sesionar en 

cualquier lugar del ámbito de aplicación del presente Decreto, cuando las circunstancias lo ameriten.

Artículo 14. Unidades de apoyo de la Comisión Técnica. Para mayor operatividad, se integrarán Unidades 

de Apoyo conformadas por funcionarios designados tanto por el ministro, los gerentes o directores de las en-

tidades que hacen parte de la Comisión Técnica, como por el Director General de la Corporación Autónoma 

Regional competente.
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A las Unidades de Apoyo les corresponde, de manera subsidiaria, allegar la información y realizar las dili-

gencias que la Comisión Técnica considere necesarias para hacer la evaluación y emitir los conceptos de 

que trata la ley.

En ningún caso estas Unidades de Apoyo están facultadas para emitir el concepto previo a que hacen refe-

rencia los artículos 8 y 17 de la Ley 70 de 1993.

Parágrafo. Cuando las solicitudes traten sobre recursos naturales no renovables, harán parte de las Unidades 

de Apoyo funcionarios designados por el Ministro de Minas y Energía.

Artículo 15. Funciones de la Comisión Técnica. En territorios ocupados por una comunidad negra, en los 

términos que establece la Ley 70 de 1993, y hasta tanto no se le haya adjudicado a ésta en debida forma la 

propiedad colectiva, a la Comisión le corresponde:

1.  Evaluar técnicamente y emitir concepto previo sobre.

a)  Las solicitudes de titulación colectiva de las Tierras de las Comunidades Negras;

b)  El otorgamiento de licencia ambiental, autorización, concesión o permiso para la ejecución de pro-

yectos, obras o actividades que lo requieran y cuya competencia corresponda al Ministerio del Medio 

Ambiente, a las Corporaciones Autónomas Regionales, a las entidades territoriales o a cualquier otra 

autoridad del Sistema Nacional Ambiental;

c)  La celebración de cualquier contrato u otorgamiento de título que tenga por objeto el aprovechamien-

to de los recursos naturales;

d)  El acceso, por cualquier medio legal, a los recursos genéticos ubicados dentro del ámbito de aplicación 

de la Ley 70 de 1993.

2.  Determinar los límites del territorio que será otorgado mediante el título de propiedad colectiva, de 

acuerdo con lo previsto en el artículo 23 de este Decreto;

3.  Verifi car que las solicitudes de titulación individual no se encuentran en territorios ocupados por una 

comunidad negra, y sean susceptibles de ser titulados colectivamente.

Parágrafo 1. La entidad que recibe las solicitudes de que tratan los literales b), c) y d) del numeral 1º de este 

artículo deberá verifi car preliminarmente si se encuentran dentro de un territorio susceptible de ser titulado 

colectivamente a una comunidad negra y, en caso positivo, procederá a remitirlo a la Comisión Técnica para 

que emita el concepto respectivo.

En todo caso, la comunidad involucrada podrá hacer valer sus derechos ante la entidad competente o ante 

la Comisión Técnica.

Parágrafo 2. Se entiende como explotación de los recursos naturales el uso, aprovechamiento o comercia-

lización de cualquier recurso natural renovable o no renovable, así como el acceso a los recursos genéticos.

Para todos los casos señalados en los literales b), c) y d) del numeral 1º del presente artículo, se debe hacer, 

además, la consulta previa a la comunidad involucrada, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 76 de 

la Ley 99 de 1993.

Artículo 16. Reglamento. La Comisión Técnica elaborará su reglamento, en un término máximo de dos (2) 

meses, contados a partir de la fecha de su instalación en el cual establecerá su procedimiento operativo.
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CAPÍTULO IV. PROCEDIMIENTO DE TITULACIÓN COLECTIVA A COMUNIDADES NEGRAS 

Artículo 17. Competencia. De conformidad con lo establecido en la Ley 70 de 1993, la Ley 160 de 1994 

en sus disposiciones concordantes y el artículo 1, inciso tercero, del Decreto 2664 de 1994, corresponde al 

Incora titular colectivamente tierras baldías a Comunidades Negras, en calidad de “Tierras de las Comuni-

dades Negras”.

Artículo 18. Áreas adjudicables. Son adjudicables las áreas ocupadas por la comunidad de conformidad 

con lo dispuesto en el artículo 2 de la Ley 70 de 1993, con especial consideración a la dinámica poblacional, 

sus prácticas tradicionales y las características particulares de productividad de los ecosistemas.

Parágrafo. Dentro del título colectivo podrán incluirse áreas tituladas individualmente con anterioridad a 

miembros de la comunidad respectiva si los interesados así lo solicitaren.

Artículo 19. Áreas inadjudicables. Las titulaciones de que trata el presente Decreto comprenden.

1.  Los bienes de uso público.

2.  Las áreas urbanas de los municipios.

3.  Las tierras de resguardos indígenas.

4.  El subsuelo.

5.  Los predios de propiedad privada.

6.  Las áreas reservadas para la seguridad y defensa nacional.

7.  Las áreas del sistema de parques nacionales.

8.  Los baldíos que hubieren sido destinados por entidades públicas para adelantar planes viales u otros de 

igual signifi cación para el desarrollo económico y social del país o de la región, previo cumplimiento de la 

legislación ambiental vigente.

9.  Los baldíos que constituyan reserva territorial del Estado (Decreto 2664 de 1995, art. 9º, literal d).

10.  Los baldíos donde estén establecidas comunidades indígenas o que constituyan su hábitat (Ley 160 de 

1994, art. 69, inciso fi nal), y

11.  Las reservas indígenas y los territorios tradicionales utilizados por pueblos indígenas nómadas y seminó-

madas o agricultores intinerantes para la caza, recolección u horticultura que se hallaren ubicados en zona 

de reserva forestal a la fecha de vigencia de la ley 160 de 1994 (Ley 160 de 1994, art. 85, parágrafos 5 y 6).

Artículo 20. Solicitud de titulación. Para iniciar el trámite de titulación colectiva de Tierras de las Comu-

nidades Negras, la comunidad presentará por escrito la solicitud respectiva ante la regional del Incora co-

rrespondiente, a través de su representante legal, previa autorización de la Asamblea General del Consejo 

Comunitario.

Se anexará copia del acta de elección de la Junta del Consejo Comunitario, con la constancia de registro del 

alcalde respectivo de que trata el artículo 9 de este Decreto; del acta donde se autoriza al representante legal 

para presentar dicha solicitud y del informe que debe contener los siguientes pasos:

1.  La descripción física del territorio que se solicita en titulación, indicando:

a)  Nombre de la comunidad o comunidades, ubicación, vías y medios de acceso; especifi cando departa-

mento, municipio, corregimiento y veredas.
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b)  Afi rmación de ser baldío ocupado colectivamente por Comunidades Negras;

c)  Descripción general de los linderos con relación a los puntos cardinales, con su croquis respectivo, rela-

cionando los nombres de las personas o comunidades colindantes y determinación aproximada del área;

d)  Composición física del área, señalando accidentes geográfi cos;

2.  Antecedentes etnohistóricos, narración histórica de cómo se formó la comunidad, cuáles fueron sus pri-

meros pobladores, formas de organización que se han dado y sus relaciones socioculturales.

3.  Organización social: especificando relaciones de parentesco y formas de organización interna de 

la comunidad.

4.  Descripción demográfi ca de la comunidad: nombre de las comunidades benefi ciarias y estimativo de la 

población que las conforman.

5.  Tenencia de la tierra dentro del área solicitada:

a)  Tipo de tenencia de personas de la comunidad;

b)  Formas de tenencia de personas ajenas a la misma.

6.  Situaciones de confl icto: problemas que existan por territorio o uso y aprovechamiento de los recursos 

naturales, indicando sus causas y posibles soluciones.

7.  Prácticas tradicionales de producción, especifi cando:

a)  Formas de uso y aprovechamiento individual y colectivo de los recursos naturales;

b)  Formas de trabajo de los miembros de la comunidad;

c)  Otras formas de uso y apropiación cultural del territorio.

Parágrafo. El Incora podrá iniciar de ofi cio el trámite de titulación, para lo cual la Gerencia Regional solicitará 

por escrito, a la Junta del Consejo Comunitario respectivo, el informe de que trata este artículo, dando cum-

plimiento a lo establecido en el presente Decreto, e informará a la Dirección de Asuntos para las Comunida-

des Negras, al Instituto Colombiano de Antropología y a la Comisión Consultiva Departamental o regional 

respectiva, con el fi n de que presten su colaboración en la elaboración del contenido de la solicitud.

Artículo 21. Iniciación del trámite y publicidad de la solicitud. Radicada la solicitud por el Incora, el 

Gerente Regional ordenará, en un plazo no superior a cinco (5) días, mediante auto iniciar las diligencias 

administrativas tendientes a la titulación de Tierras de las Comunidades Negras y hacer la publicación de la 

solicitud. Dentro de esta etapa se ordenarán las siguientes diligencias;

1.  Publicar la solicitud por una (1) vez, en emisora radial con sintonía en el lugar de ubicación del inmueble, o 

en su defecto, en la misma forma en un periódico de amplia circulación, en la región donde se encuentre 

ubicado el territorio solicitado en titulación.

2.  Fijar un término de cinco (5) días hábiles el aviso de la solicitud en un lugar visible y público de la alcaldía 

municipal, de la inspección de policía o del corregimiento, a los que corresponda el territorio solicitado en 

titulación y en la respectiva ofi cina del Incora que adelante el trámite.

El aviso contendrá:

a)  El nombre de la comunidad peticionaria;

b)  El nombre del territorio solicitado en titulación colectiva;

c)  El carácter legal en el que se solicita la titulación;
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d)  La extensión aproximada;

e)  Los linderos y nombres de los colindantes del inmueble.

Parágrafo. En el expediente se dejará constancia de las diligencias anteriores, debiendo agregarse los ejemplares 

de los avisos de la solicitud, la certifi cación expedida por el administrador de la emisora o el representante local 

o regional del diario, según el caso, debidamente autenticadas, y una constancia de autoridad competente en 

el caso de no existir ofi cinas de inspección de policía o corregidurías, si a ello hubiere lugar.

Artículo 22. Visita. Dentro de los diez (10) días siguientes de cumplida la publicación de la solicitud, el Ge-

rente Regional del Incora expedirá la resolución mediante la cual se ordenará la visita a la comunidad, seña-

lando la fecha, que no podrá exceder los sesenta (60) días contados a partir de la radicación de la solicitud, 

y los funcionarios que la efectuarán. Dicha resolución se notifi cará al representante legal del Consejo Comu-

nitario interesado y al Procurador Delegado para Asuntos Ambientales y Agrarios, y contra ella no procede 

recurso alguno. 

Cuando aparezcan involucradas comunidades indígenas, deberá notifi carse la visita a su representante legal. 

Además se notifi cará por edicto el cual deberá contener la naturaleza del trámite administrativo, el nombre de 

la comunidad solicitante, la denominación, ubicación, linderos y colindantes del bien solicitado en titulación y la 

fecha señalada para la práctica de la visita. 

El edicto se fi jará en un lugar visible y público de la correspondiente ofi cina del Incora, de la alcaldía municipal 

y del corregimiento o inspección de policía, por un término de cinco (5) días hábiles que se comenzarán a 

contar desde la primera hora hábil del respectivo día que se fi je, y se desfi jará al fi nalizar la hora laborable del 

correspondiente despacho. Los originales se agregarán al expediente.

La visita tendrá como fi n:

1.  Delimitar el territorio susceptible de titularse como Tierras de las Comunidades Negras.

2.  Recopilar la información sociocultural, histórica y económica del grupo en estudio.

3.  Realizar el censo de la población negra que incluya familias y personas por edad, sexo y tiempo de 

permanencia en el territorio.

4.  Determinar terceros ocupantes del territorio dentro de las Tierras de las Comunidades Negras, señalando: 

ubicación, área, explotación, tiempo de ocupación y tenencia de la tierra.

5.  Concertar con los habitantes de la zona la delimitación de las Tierras de las Comunidades Negras.

Parágrafo 1. De la visita se levantará un acta fi rmada por los funcionarios, el representante legal del Consejo 

Comunitario y los terceros interesados que se hagan presentes en la misma, en la cual se consignarán 

sucintamente los anteriores aspectos y las constancias que las partes consideren pertinentes.

Parágrafo 2. En el evento de encontrarse que dentro del territorio solicitado en titulación colectiva habitan dos 

o más comunidades negras, indígenas u otras, se adelantará un proceso de concertación para la delimitación 

del territorio de cada una de ellas, de lo cual se dejará constancia en el acta correspondiente.

Si en el plazo de un mes después de haberse fi rmado el acta, se logra un acuerdo entre las comunidades, estas 

deberán informar de ello a la ofi cina respectiva del Incora para que se continúe con el proceso de titulación.

En caso de no llegarse a un acuerdo entre las comunidades, se deberá conformar una comisión mixta con 

representantes de las comunidades involucradas y sus organizaciones, el Incora, la Dirección de Asuntos para las 

Comunidades Negras y cuando sea pertinente la Dirección de Asuntos Indígenas, para que en un término de 

noventa (90) días se proceda a defi nir la delimitación del respectivo territorio.
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Artículo 23. Informe técnico de la visita. En un término no mayor de treinta (30) días hábiles después de 

concluida la visita, los funcionarios que la practicaron deberán rendir un informe técnico que contenga los 

siguientes aspectos:

1.  Nombre, ubicación y descripción del área física, determinando la calidad de los suelos y zonas susceptibles 

de aprovechamiento agropecuario, minero y forestal.

2.  Aspectos etnohistóricos de la comunidad.

3.  Descripción sociocultural.

4.  Descripción demográfi ca (censo y listado de personas y familias).

5.  Aspectos socioeconómicos.

6.  Tenencia de la tierra:

a)  Características de la tenencia;

b)  Tipo de explotación.

7.  Plano y linderos técnicos del área que será otorgada mediante el título de propiedad colectiva.

8.  Estudio de la situación jurídica de los territorios objeto de titulación.

9.  Alternativas con miras a solucionar los problemas de tenencia de tierra de los campesinos de escasos 

recursos económicos que resulten afectados con la titulación del territorio a la comunidad negra.

10.  Otros aspectos que se consideren de importancia.

11.  Conclusiones y recomendaciones.

Parágrafo 1. El Incora realizará por medio de funcionarios de su dependencia, o con personas naturales o 

jurídicas vinculadas por contrato, el plano a que hace referencia este artículo. Podrá además aceptar planos 

aportados por la comunidad o elaborados por otros organismos públicos o privados, siempre que se ajusten a 

las normas técnicas expedidas por la Junta Directiva del Incora.

Parágrafo 2. El Incora hará entrega de una copia del informe técnico de la visita a la Junta del Consejo 

Comunitario respectivo en un término no superior a treinta (30) días, contados a partir de su presentación.

Artículo 24. Oposición a la titulación colectiva. A partir del auto que acepta la solicitud de titulación 

colectiva, y hasta el momento de la fi jación del negocio en lista, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 27 

del presente Decreto quienes se crean con derecho, conforme a la ley, podrán formular oposición a la titulación, 

acompañando al escrito respectivo la prueba en que funden su pretensión. Vencido dicho término, precluye la 

oportunidad para oponerse a la solicitud de titulación.

Artículo 25. Trámite de la oposición. Con base en el memorial de oposición y las pruebas que presente el 

opositor, el Incora ordenará dar traslado al representante legal de la comunidad peticionaria y al Procurador 

Agrario por tres (3) días, para que formulen las alegaciones correspondientes, soliciten la práctica de las prue-

bas que pretendan hacer valer y adjunten los documentos pertinentes.

Vencido el término del traslado, se decretarán las pruebas que fueren admisibles o las que el Incora de ofi cio 

considere necesarias, para lo cual se señalará un término de diez (10) días hábiles.

Vencido el término probatorio y practicadas las pruebas en que se funde la oposición, se procederá a resolver 

sobre la misma.

Artículo 26. Resolución de la oposición. Cuando el opositor alegare que el inmueble objeto de la solicitud 

de titulación es de propiedad privada, o reclame dominio sobre el mismo, total o parcialmente, deberá apor-
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tar las pruebas que para el efecto exija el régimen legal vigente, y en la inspección ocular que se practique 

en el trámite de oposición, se procederá a verifi car si el predio cuya propiedad demanda el opositor se halla 

incluido en todo o en parte dentro del territorio solicitado en titulación, así como a establecer otros hechos 

o circunstancias de las que pueda deducirse su dominio.

Si de los documentos aportados por el opositor y demás pruebas practicadas no llegare a acreditarse propie-

dad privada, conforme a lo exigido en las normas citadas en el inciso anterior, se rechazará la oposición y se 

continuará el procedimiento.

Artículo 27. Revisión previa al concepto de la Comisión Técnica. Recibido el informe técnico del fun-

cionario que realizó la visita, y elaborado el plano respectivo, el Incora verifi cará la procedencia legal de la 

titulación colectiva y fi jará el negocio en lista por cinco (5) días hábiles en la ofi cina del Incora que adelante el 

procedimiento, y mediante auto ordenará enviar el expediente a la Comisión Técnica.

Artículo 28. Evaluación de las solicitudes y determinación de los límites del territorio por parte de la 

Comisión Técnica. La Comisión Técnica de que trata el artículo 13 de este Decreto, con base en la solicitud 

presentada, el informe del Consejo Comunitario y las diligencias adelantadas por el Incora, hará la evaluación 

técnica de la solicitud y determinará los límites del territorio que será otorgado mediante el título de propie-

dad colectiva a la comunidad negra correspondiente.

Si con los documentos señalados anteriormente no hay sufi cientes elementos de juicio para que la Comisión 

Técnica haga la evaluación, ésta podrá realizar por sí o por intermedio de las Unidades de Apoyo las diligen-

cias que conside re convenientes o solicitar a las entidades públicas y privadas que aporten las pruebas que 

estime necesarias.

En todo caso la evaluación deberá realizarse en un término de treinta (30) días contados a partir del momento 

en que reciba el expediente de parte del Incora. Si hubiere lugar a la realización de pruebas adicionales este 

término se contará a partir de la obtención de las mismas.

Artículo 29. Resolución constitutiva. Dentro de los treinta (30) días siguientes a la fecha de recibo del con-

cepto de la Comisión Técnica, del Incora, mediante resolución motivada, titulará en calidad de Tierras de las 

Comunidades Negras, los territorios baldíos ocupados colectivamente por la respectiva comunidad.

Dicha providencia contendrá, entre otros, los siguientes puntos:

1.  Designación de la comunidad benefi ciaria.

2.  Ubicación, área y linderos del territorio que se titula a la comunidad negra.

3.  Carácter y régimen legal de las Tierras de las Comunidades Negras.

4.  Nombre de terceros encontrados en el momento de la vista dentro del terreno que se titula, tiempo de 

posesión y tipo de explotación.

5.  Indicación de las principales normas especiales que regulan la propiedad y administración de las Tierras 

de las Comunidades Negras, así como las normas generales relacionadas con la conservación de los re-

cursos naturales y demás que determinan la legislación ambiental y la Ley 70 de 1993.

Parágrafo 1. Si concluido el trámite se establece que no se dan los requisitos señalados por la Ley 70 de 1993 

para decretar tal titulación, el Incora así lo declarará mediante resolución motivada.

Parágrafo 2. Esta providencia se notifi cará al representante legal del Consejo Comunitario y al Procurador 

Delegado para Asuntos Ambientales y Agrarios, y contra ella proceden los recursos de ley.
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Artículo 30. Publicación y registro. Las resoluciones a que se refi eren los artículos precedentes, se publica-

rán en el DIARIO OFICIAL y por una vez en un medio de comunicación de amplia difusión en el lugar donde 

se realiza la titulación y se inscribirá, en un término no mayor de diez (10) días, en la Ofi cina de Registro de 

Instrumentos Públicos correspondiente al lugar de ubicación del territorio titulado. El Registrador devolverá 

al Incora el original y una copia de la resolución, con la correspondiente anotación de su registro.

Artículo 31. Gratuidad. Los servicios de titulación colectiva en favor de las comunidades negras de que 

trata el presente Decreto, por mandato de la Ley 70 de 1993, serán gratuitos y por la inscripción y publicación 

de las resoluciones de titulación que expida el Incora no se cobrará derecho alguno.

CAPÍTULO V. MANEJO Y ADMINISTRACIÓN DE LAS TIERRAS TITULADAS 

Artículo 32. Manejo y administración. El territorio titulado como Tierras de las Comunidades Negras 

será manejado y administrado por la Junta del Consejo Comunitario con base en el reglamento interno 

aprobado por la Asamblea General. La Junta del Consejo Comunitario deberá establecer mecanismos de 

administración y manejo que garanticen la equidad y justicia en el reconocimiento y asignación de áreas 

de trabajo para las familias, que evite la concentración de las tierras en pocas manos y que permita un 

aprovechamiento sostenible de los recursos naturales del cual se beneficien todos los integrantes de la 

comunidad, en cumplimiento de la función social y ecológica de la propiedad, conforme se reglamente el 

Capítulo IV de la ley 70 de 1993.

El reglamento deberá considerar una distribución equitativa de las zonas agrícolas, forestales, mineras y de 

los recursos hidrobiológicos, respetando las áreas que al momento de la visita sean usufructuadas por cada 

familia, reservando sectores para adjudicaciones futuras, y cumpliendo con las disposiciones legales vigentes 

y el sistema de derecho propio de las comunidades.

Artículo 33. Enajenación. Solo podrán enajenarse el usufructo sobre las áreas correspondientes a un grupo 

familiar o a un miembro de la comunidad por parte del titular o titulares de este derecho con la aprobación 

de la junta del Consejo Comunitario por las causas establecidas en la Ley 70 de 1993 y en el reglamento in-

terno del Consejo Comunitario.

El ejercicio del derecho preferencial de adquisición de usufructo únicamente podrá recaer en otro miembro 

de la comunidad respectiva o en su defecto en otro miembro del grupo étnico con el propósito de preservar 

la integridad de las Tierras de las Comunidades Negras y la entidad cultural de las mismas.

Artículo 34. Poseedores de mala fe. Las ocupaciones que se adelanten por personas no pertenecientes al 

grupo étnico negro sobre las tierras adjudicadas en propiedad colectiva a las Comunidades Negras de que 

trata la Ley 70 de 1993 no darán derecho al interesado para obtener la titulación ni el reconocimiento de 

mejoras y para todos los efectos legales se considerará como poseedor de mala fe.

CAPÍTULO VI. PROCEDIMIENTO PARA LA EMISIÓN DEL CONCEPTO PREVIO POR PARTE DE LA 

COMISIÓN  TÉCNICA,PARA EL TRÁMITE DE LICENCIAS, CONCESIONES, AUTORIZACIONES Y 

EXPLOTACIÓN DE LOS RECURSOS NATURALES Y ACCESO A LOS RECURSOS GENÉTICOS 

Artículo 35. Elementos básicos para el concepto previo. La Comisión Técnica deberá verifi car.

1.  Si el proyecto objeto de la solicitud de otorgamiento de licencia ambiental, concesión, permiso, autoriza-

ción o de celebración de contratos de aprovechamiento y explotación de los recursos naturales y genéti-

cos, se encuentran en zonas susceptibles de ser tituladas como Tierras de Comunidades Negras, a fi n de 

hacer efectivo el derecho de prelación de que trata la ley.
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2.  Si el proyecto se encuentra dentro de las áreas señaladas en el artículo 6 de la Ley 70 de 1993.

3.  Si el proyecto trata de especies vedadas o prohibidas, de acuerdo con la legislación vigente.

4.  Los demás que la Comisión Técnica considere conveniente.

Artículo 36. Procedimiento. A partir de la vigencia del presente Decreto, la autoridad ambiental o minera 

competente, hará llegar a la Comisión un concepto técnico preliminar, en un término no superior a treinta 

(30) días siguientes a la admisión de la solicitud.

Recibida la información anterior, la Comisión procederá a solicitar a las entidades o autoridades las pruebas 

e informaciones pertinentes que deberán serle remitidas en un plazo no mayor de treinta (30) días, so pena 

de causal de mala conducta. La Comisión Técnica emitirá concepto en un término no superior a sesenta (60) 

días, contados a partir de la fecha de recibo de la solicitud por parte de la misma y procederá a remitirlo a la 

entidad competente para que se surta el trámite respectivo.

Parágrafo transitorio. Todas aquellas solicitudes de permisos, concesiones, autorizaciones, licencias am-

bientales y títulos mineros que se encuentren pendientes de decidir al momento de la expedición de este 

Decreto, se tramitarán por el procedimiento establecido en el mismo y deberán ser resueltas con prioridad a 

cualquier otra solicitud.

Artículo 37. Derecho preferencial de aprovechamiento de los recursos naturales. Cuando la Comisión 

Técnica determine que las solicitudes de otorgamiento de licencias, permisos, concesiones o autorizaciones 

de aprovechamiento de recursos naturales renovables, se presentan sobre tierras susceptibles de ser tituladas 

colectivamente a Comunidades Negras, solo podrán ser otorgadas en benefi cio de la comunidad respectiva, 

previo cumplimiento del procedimiento establecido en este Decreto, a través del Consejo Comunitario, o en 

caso de no haberse conformado este, de los representantes de las comunidades negras involucradas.

Para el caso de las solicitudes de exploración y explotación minera, una vez la Comisión Técnica verifi que que 

se encuentra en territorio susceptible de ser titulado como Tierras de las Comunidades Negras, la Comisión 

Técnica informará, por escrito, al Consejo Comunitario respectivo o en caso de no haberse constituido éste, a 

los representantes de las comunidades involucradas, para posterior ejercicio del derecho de prelación a que 

se refi ere el artículo 27 de la Ley 70 de 1993. 

Artículo 38. Obligatoriedad del concepto. El concepto técnico favorable no obliga a la entidad encarga-

da de resolver la solicitud, pero si fuere desfavorable no podrá concederse la licencia, concesión, permiso o 

autorización al peticionario.

CAPÍTULO VII. DISPOSICIONES VARIAS 

Artículo 39. Apoyo a la identifi cación de zonas con condiciones similares. El Gobierno Nacional apro-

piará los recursos necesarios para que las organizaciones de base de comunidades negras identifi quen las 

zonas con condiciones similares a que se refi ere el artículo 1 de la Ley 70 de 1993 y para que desarrollen los 

procesos de investigación y consulta concernientes a precisar la realidad territorial, económica, sociocultural 

y ambiental de las comunidades negras en dichas áreas.

Artículo 40. Fomento al desarrollo. Con miras a propender por el desarrollo económico, social, cultural y 

ambiental de las comunidades negras de que trata este Decreto, las entidades integrantes del Sistema Nacio-

nal de Reforma Agraria y Desarrollo Rural Campesino, creado por la Ley 160 de 1994, adoptarán programas 

especiales para dar cumplimiento a las actividades de que trata el artículo 3 de la misma ley.

Los planes, programas y proyectos de desarrollo económico, social, cultural y ambiental de los Consejos 
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Comunitarios se incluirán y armonizarán con los planes de desarrollo de los entes territoriales respectivos.

Artículo 41. Apoyo al proceso organizativo de las comunidades negras. El Estado, a través de la Direc-

ción de Asuntos para las Comunidades Negras del Ministerio del Interior y las demás entidades competentes, 

garantizará las condiciones para que las comunidades benefi ciarias del presente Decreto se organicen con 

miras a acceder a la titulación colectiva y propendan por su desarrollo social y cultural.

Artículo 42. Divulgación. La Dirección de Asuntos para las Comunidades Negras del Ministerio del Interior y 

las demás entidades competentes, a través de los medios de comunicación, de las Corporaciones Autónomas 

Regionales, de las alcaldías municipales, de las organizaciones de base de las comunidades negras y, en ge-

neral, de todos los sectores sociales existentes en territorios de comunidades negras, divulgará el contenido 

de este decreto, a fi n de preparar las condiciones que hagan posible su aplicación inmediata.

Artículo 43. Vigencia. El presente Decreto rige a partir de su publicación y deroga las normas que le 

sean contrarias.
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Decreto 111 de 1996 (Enero 15) 
Destinación de los recursos de participación de los resguardos indígenas

Artículo 120. Los recursos que de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 357 de la Constitución correspondan 

a los Resguardos Indígenas por su participación en los ingresos corrientes de la Nación, no harán parte del 

presupuesto de rentas de la entidad territorial encargada de su administración.

El destino de dichos recursos será única y exclusivamente el establecido en la ley 60 de 1993 y sus normas 

reglamentarias, so pena de las acciones penales a que haya lugar. En todo caso, estos recursos estarán sometidos 

a la vigilancia de la Contraloría territorial respectiva (Ley 225 de 1995 art. 16)2.  

2.  La Ley 60 de 1993 fue modifi cada por la Ley 715 de 2001.
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Decreto 1396 de 19963 (Agosto 8) 
Creación de la Comisión de DDHH de los pueblos indígenas y del programa 
especial de atención a los pueblos indígenas

Artículo 1. Créase la Comisión de Derechos Humanos de los Pueblos Indígenas, adscrita al Ministerio del Interior, 

la cual estará compuesta por:

• El Ministro o el Viceministro del Interior.

• El Ministro o Viceministro de Defensa Nacional.

•  El Ministro o Viceministro de Justicia y del Derecho.

•  El Consejero Presidencial para los Derechos Humanos.

•  El Fiscal General de la Nación, el Vicefi scal General o el Director Nacional de Fiscalías.

•  El Procurador General de la Nación, el Viceprocurador General o un Procurador Delegado.

•  El Defensor del Pueblo o un Defensor Delegado.

•  Los senadores indígenas.

•  Los ex-constituyentes indígenas.

•  Un representante de cada una de las siguientes organizaciones: la Organización Nacional Indígena de Colombia, 

ONIC, la Organización de Pueblos Indígenas de la Amazonía, OIPIAC, y la Confederación Indígena Tairona, CIT.

Parágrafo 1. La Comisión será presidida por el Ministro del Interior o, en su caso, por el Viceministro del Interior.

Parágrafo 2. El período de los representantes de las organizaciones mencionadas en el literal j) del presente 

artículo como miembros de la Comisión, será de dos años.

Artículo 2. La Comisión de Derechos Humanos de los Pueblos Indígenas tendrá las siguientes funciones:

Velar por la protección y promoción de los derechos humanos de los pueblos indígenas y de los miembros 

de los pueblos, y especialmente de sus derechos a la vida, a la integridad personal y a la libertad.

Defi nir medidas para prevenir las violaciones graves de los derechos humanos y propender por su aplicación.

Diseñar y propender por la aplicación de medidas tendientes a reducir y eliminar las violaciones graves 

de los derechos humanos y las infracciones del derecho internacional humanitario que afecten a los 

pueblos indígenas.

Hacer seguimiento e impulsar las investigaciones penales y disciplinarias que se lleven a cabo en relación con 

las violaciones graves de los derechos humanos de los indígenas, con sujeción a las normas que regulan la 

reserva legal.

Diseñar un programa especial de atención de indígenas víctimas de la violencia, sus familiares inmediatos, 

viudas y huérfanos, con cubrimiento nacional, y defi nir los mecanismos para su funcionamiento y ejecución.

Parágrafo. Las funciones de que trata este artículo se ejercerán en relación con hechos caracterizables 

como genocidios, masacres, homicidios y otras violaciones de los derechos humanos por causas étnicas, 

territoriales, políticas, reivindicativas u organizativas de los indígenas, e infracciones al Derecho Interna-

cional Humanitario.

3.  Conc. Decreto 715 de 1992.
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Artículo 3. El Gobierno Nacional convocará a la Organización Internacional del Trabajo - O.I.T., a la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos y a la Conferencia Episcopal de Colombia, para que, de acuerdo con 

sus competencias y las normas que las regulan, efectúen el seguimiento, impulso y vigilancia del cumpli-

miento de las funciones y decisiones de la Comisión de Derechos Humanos de los Pueblos Indígenas y de 

las obligaciones de las entidades del Estado que surjan de las decisiones tomadas por ésta. Dichas entidades 

podrán presentar informes a la Comisión.

Parágrafo 1. Las entidades estatales suministrarán la información que se requiera para el cumplimento de lo 

previsto en este Decreto, con sujeción a las normas que la regulan.

Parágrafo 2. La Comisión y sus miembros gestionarán lo necesario para la efectividad de la convocatoria. 

En el evento que alguno de los organismos internacionales a que se refi ere este artículo no puedan atender 

o no acepten la convocatoria de que se trata, la Comisión convocará a otro en su reemplazo y cursará las 

invitaciones correspondientes.

Artículo 4. La Comisión solo podrá deliberar con la asistencia comprobada de la mitad mas uno de sus 

miembros y a condición de que se encuentren representadas cuando menos una de las entidades guberna-

mentales, una de las entidades estatales de investigación y control y una de las organizaciones indígenas de 

que trata el artículo primero de este decreto.

Parágrafo. Podrán ser invitados a participar en las reuniones de la Comisión personas o entidades que ten-

gan responsabilidades, conocimientos o informaciones en relación con los temas por tratar.

Artículo 5. Las decisiones de la Comisión se adoptarán por consenso y serán obligatorias para las institucio-

nes del Estado que hayan participado en la adopción de la respectiva decisión, de acuerdo con sus compe-

tencias constitucionales y legales.

Artículo 6. La Comisión se reunirá en sesiones ordinarias cada tres meses y podrá ser convocada a reuniones 

extraordinarias cuando se presenten hechos que lo justifi quen, a juicio de su Presidente o de tres o más de 

sus miembros.

La Comisión sesionará en la ciudad de Santafé de Bogotá D.C., pero podrá celebrar reuniones ordinarias o 

extraordinarias en cualquier lugar del país.

Artículo 7. La Comisión dispondrá de una Secretaría Operativa, conformada por tres (3) miembros desig-

nados así: uno por el Ministerio del Interior, quien la coordinará; uno por los organismos de investigación y 

control del Estado que participan en la Comisión, y uno por los miembros indígenas de la Comisión.

La secretaría operativa cumplirá las siguientes funciones:

• Preparar las reuniones ordinarias y extraordinarias de la Comisión;

•  Recoger y organizar la información que será sometida a la consideración del organismo;

•  Elaborar las actas de las reuniones;

• Impulsar la ejecución de las decisiones de la Comisión; y

•  Las demás funciones que le asigne la Comisión.

Parágrafo. La Secretaría Operativa será dotada por las entidades estatales que forman parte de la Comisión, 

de recursos para su funcionamiento y para apoyar el desplazamiento de los miembros indígenas de la Co-

misión que residen fuera de Santafé de Bogotá, a las reuniones del organismo, en la medida en que dicho 

desplazamiento no pueda costearse con recursos provenientes de otros fondos públicos.

Artículo 8. Créase el programa especial de atención a los Pueblos Indígenas, al que se refi ere el literal e) del 

Artículo 2º. Del presente Decreto.
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Decreto 1397 de 19964 (Agosto 8)
Creación de la Comisión Nacional de territorios indígenas y de la Mesa perma-
nente de concertación con los pueblos y organizaciones indígenas

Artículo 1. Comisión Nacional de Territorios Indígenas. Créase la Comisión Nacional de Territorios Indígenas, 

adscrita al Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, integrada por:

• El Viceministro de Desarrollo Rural Campesino del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural o su delegado;

•  El Gerente General del INCORA, o su delegado;

•  El Subgerente de Planeación del INCORA;

•  El Jefe de la División para la Atención de Comunidades Indígenas y Negras del INCORA;

•  Un delegado del Ministro del Interior;

•  El jefe de la Unidad de Desarrollo Agropecuario del Departamento Administrativo de Planeación Nacional;

•  El Director General del Presupuesto del Ministerio de Hacienda y Crédito Público o su delegado;

•  El Presidente de la Organización Nacional Indígena de Colombia ONIC o un delegado por el Comité 

Ejecutivo;

•  El presidente de la Organización de Pueblos Indígenas de la Amazonía Colombiana OPIAC o un delegado 

por el Comité Ejecutivo;

•  Un delegado por la Confederación Indígena Tairona;

•  Un delegado por cada macrorregión CORPES o las Regiones Administrativas de Planifi cación que se con-

formen de acuerdo con el artículo 306 de la Constitución Política, seleccionados por las organizaciones 

indígenas de la respectiva región.

Parágrafo. Los Senadores Indígenas y los exconstituyentes indígenas serán invitados permanentes a la Co-

misión Nacional de Territorios Indígenas.

Artículo 2. Funciones. La Comisión Nacional de Territorios Indígenas tendrá las siguientes funciones:

• Acceder a la información consolidada sobre gestión del INCORA respecto de Resguardos Indígenas du-

rante el período 1980 - 1996.

•  Acceder a la información y actualizarla, sobre necesidades de las comunidades indígenas para la 

constitución, ampliación, reestructuración y saneamiento de Resguardos y Reservas Indígenas y la 

conversión de éstas en Resguardos; solicitudes presentadas, expedientes abiertos y estado de los 

procedimientos adelantados.

•  Concertar la programación para períodos anuales de las acciones de constitución, ampliación, reestructu-

ración y saneamiento de Resguardos y saneamiento y conversión de Reservas Indígenas que se requieran 

de acuerdo con la información a que se refi ere el numeral anterior, para su ejecución a partir de la vigencia 

presupuestal de 1997, priorizando las siguientes:

4. Este Decreto fue demandado ante el Contencioso Administrativo, situación que fue resuelta por el H. Consejo de Estado mediante fallo fechado el 8 de oc-

tubre de 1998, Consejero ponente Dr. Libardo Rodríguez Rodríguez. Este pronunciamiento declaró la nulidad de la expresión “suspenderán o revocarán...”, 

contenida en el inciso segundo del artículo 7.
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•  Saneamiento de Resguardos Indígenas constituidos en las zonas de Reserva Forestal de la Amazonía y del 

Pacífi co dentro del plazo establecido en el Parágrafo 4º. del artículo 85 de la Ley 160 de 1994.

•  Ampliación, constitución y/o saneamiento de Resguardos para pueblos indígenas amenazados: Chimila, 

Nukak, Yukpas, Embera de Risaralda (Caldas), pueblos indígenas de Arauca, la comunidad Kuti del Río Tolo 

en el Departamento del Chocó y la Conversión de Reservas en resguardos y su saneamiento.

•  Para las comunidades indígenas del Tolima: Constitución de Resguardos en los predios del Fondo Nacio-

nal Agrario que hayan sido entregados y los que posean tradicionalmente; y adelantar el programa de 

adquisición de tierras.

•  Preparar un estimativo de los costos por períodos anuales de las actividades programadas de acuerdo 

con el número anterior, para realizar los estudios socioeconómicos, adquisición de predios y mejoras, 

adecuación institucional, requerimientos técnicos, inscripción de títulos, etc. y señalar los presupuestos 

necesarios para cada una de las vigencias fi scales.

•  Presentar al Gobierno Nacional la partida necesaria para la ejecución del cronograma durante el primer 

año para que este gestione en el Congreso de la República su inclusión en el Proyecto de Ley de Presu-

puesto, vigencia fi scal de 1997.

•  Bajo el criterio de la obligación del Estado de proteger la diversidad étnica y cultural de la nación y del 

ordenamiento de los territorios indígenas, analizar las normas de la legislación agraria atinentes a Resguar-

dos Indígenas y recomendar las modifi caciones que se requieran para superar los principales obstáculos 

que se presentan a fi n de darle cumplimiento a la constitución, ampliación, saneamiento y reestructura-

ción de Resguardos Indígenas y el saneamiento y conversión de Reservas Indígenas.

•  Recomendar las modifi caciones que requiera el Acuerdo 13 de 1995 de la Junta Directiva del INCORA y 

presentarlo para su aprobación.

•  Hacer el seguimiento a la ejecución de la programación del INCORA para la constitución, ampliación, 

saneamiento y reestructuración de Resguardos Indígenas, saneamiento y conversión de Reservas a partir 

de la fecha de expedición del presente Decreto.

Parágrafo 1. El cumplimiento de los compromisos adquiridos en desarrollo de los convenios o acuerdos 

suscritos por el Gobierno o el INCORA, con organizaciones o pueblos indígenas, se hará conforme a los cro-

nogramas y demás contenidos de los acuerdos.

Parágrafo 2. Para cumplimiento de las funciones de que tratan los numerales 1, 2, 3, 4 y del presente artículo 

de la Comisión Nacional de Territorios Indígenas dispondrá del término de cuatro (4) meses a partir de la 

fecha de expedición del presente Decreto.

Artículo 3. Apropiación Presupuestal. El Gobierno Nacional incluirá anualmente en el Proyecto de la Ley 

de Presupuesto, las partidas necesarias para la ejecución de la programación de que trata el numeral 3 de 

conformidad con el estimativo de costos de que trata el numeral 4 del mismo artículo y de acuerdo con los 

procedimientos determinados por las normas vigentes.

Artículo 4. Propuesta Económica y Operativa. La Comisión Nacional de Territorios Indígenas preparará 

una propuesta para agilizar los trámites para la constitución, ampliación, saneamiento y reestructuración de 

Resguardos Indígenas y el saneamiento y conversión de Reservas Indígenas con destino al INCORA y demás 

instituciones del Estado que intervengan en los procedimientos anteriores.

Cuando el INCORA requiera contratar profesionales, técnicos y promotores para la realización de estudios 
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socioeconómicos u otras labores relacionadas con comunidades indígenas, concertará con éstas y sus auto-

ridades y organizaciones los términos de referencia y el perfi l del personal.

La Comisión gestionará ante las entidades competentes todas las medidas necesarias para la defensa y pro-

tección de la integridad de los Territorios Indígenas.

Artículo 5. Soporte. EL Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, el INCORA y el Departamento Nacional 

de Planeación suministrarán a la Comisión el apoyo técnico, informativo y logístico que sea necesario para el 

cumplimiento de las funciones en los términos estipulados en este Decreto.

Artículo 6. Concertación. Para los efectos del presente decreto, la concertación se hará en concordancia 

con lo dispuesto por la Constitución Política de Colombia, los Instrumentos Internacionales que obligan a 

Colombia, así como las leyes 160 de 1994, 191 y 199 de 1995 y demás normas que garantizan los derechos de 

los Pueblos Indígenas.

Artículo 7. Licencias Ambientales. No se podrá otorgar ninguna licencia ambienta sin los estudios de im-

pacto económico, social y cultural sobre los pueblos o comunidades indígenas, los cuales harán parte de 

los estudios de impacto ambiental. Los estudios se realizarán con la participación de las comunidades, sus 

autoridades y organizaciones.

Cuando los estudios, o a consideración de la autoridad ambiental o del seguimiento con la participación de 

las comunidades afectadas, sus autoridades y organizaciones, se desprendan que se puede causar o se está 

causando desmedro a la integridad económica, social o cultural de los pueblos o comunidades indígenas, se 

negarán, suspenderán o revocarán  las licencias, mediante resolución motivada.

Artículo 8. Obras e Inversiones. Ninguna obra, exploración, explotación o inversión podrá realizarse en Te-

rritorio Indígena sin la previa concertación con las autoridades indígenas, comunidades y sus organizaciones.

Artículo 9. Adquisición de Predios. En el término de un mes a partir de la expedición del presente Decre-

to, la Junta Directiva del INCORA revisará y hará las modifi caciones que requiera el Acuerdo 13 de 1995 para 

ponerlo en consonancia con el Decreto 2164 de 1995 en lo relativo a procedimientos de constitución, amplia-

ción, reestructuración o saneamiento de resguardos y la conversión de Reservas Indígenas en Resguardos.

Artículo 10. Mesa de Concertación. Créase la Mesa Permanente de Concertación con los Pueblos y Orga-

nizaciones Indígenas, adscrita al Ministerio del Interior, integrada por los siguientes miembros permanentes:

• El Ministro del Interior o su delegado;

•  El Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural o su delegado;

•  El Ministro de Medio Ambiente o su delegado;

•  El Ministro de Hacienda y Crédito Público o su delegado;

•  El Ministro de Desarrollo Económico o su delegado;

•  El Ministro de Minas y Energía o su delegado;

•  El Ministro de Salud o su delegado;

•  El Ministro de Educación Nacional o su delegado;

•  El Director del Departamento Nacional de Planeación o su delegado;

•  El Consejero Presidencial de Fronteras o su delegado;
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•  El Consejero Presidencial de Política Social o su delegado;

•  Los Senadores Indígenas;

•  Los exconstituyentes indígenas;

•  El Presidente de la Organización Nacional Indígena de Colombia ONIC o un delegado por el Comité Ejecutivo;

•  El Presidente de la Organización de Pueblos Indígenas de la Amazonía Colombiana OPIAC o un delegado 

por el Comité Ejecutivo;

•  Un delegado por la Confederación Indígena Tairona;

•  Un delegado por cada macrorregión CORPES o las Regiones Administrativas de Planifi cación que se con-

formen de acuerdo con el artículo 306 de la Constitución Política, seleccionados por las organizaciones 

indígenas de la respectiva región.

Parágrafo. El Gobierno Nacional invitará como integrantes permanentes a la mesa de concertación en ca-

lidad de veedores a la Organización Internacional del Trabajo, a la Comisión Interamericana de Derechos 

Humanos y a la Conferencia Episcopal de Colombia, para que realice el seguimiento, impulso, vigilancia y 

divulgación al cumplimiento de las funciones de la Mesa de Concertación y de los acuerdos a que se llegue. 

Los miembros indígenas de la Mesa de Concertación podrán invitar a participar en sus deliberaciones en las 

Comisiones Temáticas a los asesores que designen.

Artículo 11. Objeto. La Mesa Permanente de Concertación con los Pueblos y Organizaciones Indígenas ten-

drá por objeto concertar entre éstos y el Estado todas las decisiones administrativas y legislativas susceptible 

de afectarlos, evaluar la ejecución de la política indígena del Estado, sin perjuicio de las funciones del Estado, 

y hacerle seguimiento al cumplimiento de los acuerdos que allí se lleguen.

Artículo 12. Funciones. La Mesa Permanente de Concertación, además de lo dispuesto en el artículo ante-

rior, cumplirá las siguientes funciones:

•  Adoptar principios, criterios y procedimientos en relación con la biodiversidad, recursos genéticos, propie-

dad intelectual colectiva, derechos culturales asociados a éstos en el marco de la legislación especial de 

los pueblos indígenas.

• Concertar previamente con los pueblos y organizaciones indígenas las posiciones y propuestas ofi cia-

les para proteger los derechos indígenas en materia de accesos a recursos genéticos, biodiversidad y 

protección del conocimiento colectivo, innovaciones y prácticas tradicionales que presente el Gobierno 

colombiano en instancias internacionales o en el marco de los acuerdos y convenios suscritos y ratifi cados 

por Colombia.

• Concertar el desarrollo de los derechos constitucionales indígenas en relación con biodiversidad, recursos 

genéticos, propiedad intelectual colectiva y derechos culturales asociados a éstos y la legislación ambiental.

•  Concertar el proyecto de Ley que modifi ca el Código de Minas con el fi n de garantizar los derechos de 

los pueblos indígenas; defi nir el cronograma, los procedimientos y los presupuestos necesarios para la 

delimitación de zonas mineras indígenas de acuerdo con las solicitudes de las comunidades y hacerle 

seguimiento a su ejecución, de conformidad con lo dispuesto en el Decreto 2655 de 1988. La delimitación 

de las zonas mineras indígenas se hará concertadamente con las organizaciones nacional, regional y las 

autoridades indígenas del respectivo territorio.  

•  Revisar los permisos y licencias otorgados sobre territorios indígenas y los que estén en trámite y solicitar 
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su suspensión o revocatoria cuando sean violatorios de los derechos de los pueblos indígenas de confor-

midad con la legislación especial.

•  Concertar las partidas presupuestales que se requieran para capacitación, estudios técnicos, asesoría y 

fi nanciación de proyectos con destino a las comunidades indígenas.

•  Concertar el Decreto Reglamentario de los artículos 2, 3, 5, 8, 9, 10, 12, 13 y el parágrafo 2 del artículo 7, de 

la Ley 191 de 1995 con los pueblos y comunidades indígenas de frontera, sus autoridades y organizaciones 

regionales y nacionales respectivas.

•  Preparar los procedimientos necesarios para acordar entre los pueblos y organizaciones indígenas la pro-

puesta de reglamentación del derecho de participación y concertación de las decisiones administrativas 

y legislativas susceptibles de afectar a los pueblos indígenas de acuerdo con las particularidades de cada 

uno, y concertar la expedición del decreto.

•  Concertar el procedimiento transitorio y lo demás que se requiera para la participación, consulta y con-

certación con los pueblos o comunidades indígenas específi cos, mientras se expide el decreto reglamen-

tario. La concertación se hará respetando los usos y costumbres de cada pueblo.

•  Abrir un proceso de difusión, análisis y discusión de la Ley No. 100 de 1993 con las organizaciones y 

comunidades indígenas para que se puedan tomar decisiones de interés y protección de los dere-

chos de los pueblos indígenas; concertar las modificaciones y reglamentaciones pertinentes e invo-

lucrarlas en su ejecución. El Gobierno garantizará los recursos para adelantar este proceso a través de 

las organizaciones.

•  Revisar los decretos 1088 de 1993 y 1407 de 1991 sobre Autoridades Indígenas y sus Asociaciones y las 

Fundaciones y Corporaciones que trabajan en territorios indígenas, respectivamente, de acuerdo a la 

diversidad étnica y cultural y concertar sus modifi caciones.

• Defi nir los procedimientos y términos de referencia para la evaluación de la estructura estatal para la aten-

ción de los pueblos indígenas y concertar las decisiones que se requieran de acuerdo con los resultados 

de la misma.

• Concertar un proceso de difusión, análisis y discusión de la Ley No. 218 de 1995 o Ley Páez con las comu-

nidades indígenas y sus organizaciones para que se puedan tomar decisiones de interés y protección de 

los derechos de los pueblos indígenas; concertar los proyectos de ley para su modifi cación en lo que se 

requiera, y su reglamentación. El Gobierno garantizará los recursos para adelantar este proceso a través 

de las organizaciones. En la reglamentación de la Ley se garantizará que personas externas a la región no 

abusen de los benefi cios de la Ley.

•  Hacer seguimiento a la ejecución de la Inversión Social y Ambiental para los pueblos indígenas dispuesta 

por la Ley del Plan Nacional de Desarrollo; acordar las medidas necesarias para garantizar la destinación 

y ejecución del 2% anual de inversión social y ambiental para los pueblos indígenas en los términos 

dispuestos en los artículos 29 y 42 de la ley 188 de 1985 y para el cumplimiento de los compromisos 

adquiridos por el Gobierno Nacional con pueblos comunidades u organizaciones indígenas. El Gobierno 

unifi cará y simplifi cará los trámites, requisitos y fi chas de acceso a los fondos de cofi nanciación, previa 

concertación en la Mesa de que trata este decreto.

•  Igualmente se concertará el seguimiento para agilizar y garantizar la ejecución de los recursos de la vigen-

cia fi scal de 1996.
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•  Concertar los proyectos de Ley y decretos reglamentarios relativos a las transferencias de Ingresos Co-

rrientes de la Nación a los Resguardos Indígenas y hacer seguimiento al cumplimiento de los mismos.

•  Concertar lo relativos al desarrollo de las competencias otorgadas por el Artículo Transitorio 56 de la Cons-

titución al Gobierno Nacional y todo lo relacionado con el ordenamiento territorial indígena.

•  Revisar las normas relativas a la educación propia de los pueblos indígenas y concertar sus modifi caciones 

y reglamentación, y vigilar su cumplimiento.

•  Acordar medidas para garantizar y supervisar la aplicación del decreto 1811 de 1991

•  Darse su propio reglamento de conformidad con lo regulado por este decreto.

Parágrafo. Las concertaciones de la Mesa relacionadas con temas de otras comisiones creadas a la fecha de 

expedición del presente decreto, serán presentadas a éstas por el Gobierno Nacional.

Artículo 13. Comisiones Temáticas. Los integrantes permanentes de la Mesa de Concertación organizarán 

por temas y asuntos específi cos comisiones de trabajo y concertación con participación de las entidades 

ofi ciales de acuerdo con sus competencias constitucionales y legales y con participación de delegados de 

los miembros indígenas de la Mesa. En las Temáticas participarán los delegados de los pueblos, autoridades 

y organizaciones indígenas directamente interesados o afectados cuando se traten temas específi cos de sus 

comunidades o regiones.

Artículo 14. Autonomía Indígena. Las Autoridades no indígenas respetarán la autonomía de los pueblos, 

autoridades y comunidades indígenas y no intervendrán en la esfera del gobierno y de la jurisdicción indígena.

Artículo 15. Servicio Militar. El gobierno garantizará la permanencia y cumplimiento de las normas vigen-

tes que eximen a los indígenas de prestar el servicio militar obligatorio como garantía de la integridad social 

y cultural, y la exoneración del pago de tasa de compensación militar.

Artículo 16. Consulta y Concertación. En los procesos de consulta y concertación de cualquier medida 

legislativa o administrativa susceptible de afectar a comunidades o pueblos indígenas determinados, podrán 

participar los indígenas integrantes de la Mesa Permanente de Concertación o sus delegados. Los procedi-

mientos que se prevean realizar les serán informados con la sufi ciente antelación.

Artículo 17. El funcionamiento de la Comisión Nacional de Territorios Indígenas y de la Mesa Permanente de 

Concertación con los Pueblos y Organizaciones Indígenas se regirá por las siguientes reglas:

Podrán deliberar con la asistencia comprobada de la mitad mas uno de los miembros indígenas, el Viceminis-

tro de Desarrollo Rural Campesino del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural o el Ministro del Interior o 

sus delegados, según el caso, y los miembros de las entidades competentes de los temas a tratar.

Las decisiones se adoptarán por consenso.

Las reuniones ordinarias de la Comisión Nacional de Territorios Indígenas se harán por lo menos dos veces 

cada mes durante los primeros cuatro meses mientras se cumplen las funciones a que se refi ere el parágrafo 

2º. del artículo 2º. del presente Decreto y, posteriormente según lo determine el reglamento. El Viceministro 

de Desarrollo Rural Campesino será responsable de las convocatorias.

Las reuniones ordinarias de la Mesa Permanente de Concertación con los Pueblos y Organizaciones Indígenas 

se harán por lo menos una vez cada mes durante el año de 1996, y posteriormente según lo determine el 

reglamento. El Ministerio del Interior será responsable de las convocatorias.
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Sesionarán en la ciudad de Santafé de Bogotá D.C., pero podrá realizar reuniones ordinarias o extraordinarias 

en cualquier lugar del país.

Serán dotadas por las entidades estatales que la conforman, de recursos sufi cientes para su funcionamiento 

y el cumplimiento de sus funciones y para el desplazamiento y manutención de los miembros indígenas que 

residen fuera de Santafé de Bogotá, en la medida en que dicho desplazamiento no pueda costearse con 

recursos provenientes de otros fondos públicos.

Artículo 18. La Comisión de Territorios Indígenas y la Mesa de Concertación dispondrán cada una de una 

Secretaría Operativa, conformada por tres (3) miembros designados así: uno por el Viceministro de Desarrollo 

Rural del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural o el Ministro del Interior, quienes las coordinarán; uno por 

las otras entidades gubernamentales que la conforman y uno por los miembros indígenas, respectivamente.

La secretaría operativa cumplirá las siguientes funciones:

•  Preparar las reuniones ordinarias y extraordinarias del organismo de que se trate;

•  Recoger y organizar la información que será sometida a la consideración del organismo respectivo;

•  Elaborar las actas de las reuniones;

•  Impulsar la ejecución de las decisiones, y

•  Las demás funciones que les asignen el reglamento o los organismos respectivos.

Artículo 19. El Gobierno estimará los costos de funcionamiento de la Comisión de Territorios y de la Mesa de 

Concertación con el fi n de incluir en cada proyecto de Ley de Presupuesto General de la Nación las partidas 

correspondientes de acuerdo con las normas vigentes. El Gobierno gestionará en el Congreso de la República 

su inclusión en el proyecto de Ley de Presupuesto, vigencia fi scal 1997.

Artículo 20. La selección de los miembros indígenas de las macrorregiones para el período 1996, se hará de 

común acuerdo por los demás miembros indígenas de cada organismo. A partir de 1997, tendrán un período de 

dos años y el Gobierno fi nanciará los gastos que demanden las reuniones de las organizaciones por macrorregión, 

requeridas para su selección, previa concertación de los presupuestos en la Mesa de Concertación.

Artículo 21. La Comisión Nacional de Territorios Indígenas y la Mesa Permanente de Concertación, serán 

instaladas por el Viceministro de Desarrollo Rural del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural y por el Ministro 

del Interior, respectivamente, en el término de treinta (30) días contados a partir de la fecha de expedición del 

presente Decreto.
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Decreto 1791 de 1996 (Octubre 4)
Régimen de aprovechamiento forestal

(.....)

Artículo 44. Los aprovechamientos forestales que se pretendan realizar por comunidades indígenas en áreas 

de resguardo o reserva indígena o por las comunidades negras de que trata la Ley 70 de 1993, se regirán por las 

normas especiales que regulan la administración, manejo y uso de recursos naturales renovables por parte de 

estas comunidades. Los aspectos que no se encuentre expresamente previstos en normas específi cas, quedan 

sujetos al cumplimiento de lo señalado en el presente decreto.
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Decreto 182 de 1998 (Enero 28)
Destinación y asignación de bienes rurales a favor del INCORA

(…..)

Artículo 3. Destinación de las Tierras. Los predios rurales que ingresen al Fondo para la Rehabilitación, 

Inversión Social y la lucha contra el Crimen Organizado, sólo podrá destinarlos el Incora a los siguientes fi nes:

(…..)

• La ampliación y la reestructuración de los resguardos indígenas, con arreglo a la Ley 160 de 1994

(.…..)

Artículo 4. De los Benefi ciarios. Son benefi ciarios de los bienes rurales objeto de la extinción del dominio, los 

campesinos e indígenas que cumplan con los requisitos establecidos para la adjudicación de tierras, conforme 

a lo dispuesto en la Ley 160 de 1994 y sus reglamentos.

(…..)

Artículo 11. Comunidades Indígenas. La existencia de una comunidad o parcialidad indígena, sus formas 

de gobierno y representación se establecerán conforme a lo previsto en las leyes especiales que las rigen y el 

Decreto 2164 de 1995.

(…..)

Artículo 20. Adjudicación a Comunidades Indígenas. Los bienes rurales serán adjudicados a título 

gratuito a las comunidades indígenas, a través de los cabildos o sus autoridades tradicionales para que, de 

conformidad con las normas que los rigen, las administren y distribuyan de manera equitativa entre todas las 

familias que las conforman.

(…..)

Artículo 21. Sistema Nacional de Reforma Agraria y Desarrollo Rural Campesino. Los campesinos que 

tengan la condición de desplazados forzosos del campo por causa de la violencia, los incorporados a los 

programas de erradicación de cultivos ilícitos, las comunidades indígenas y demás destinatarios de la dotación 

de bienes rurales a que se refi ere este decreto y la ley, serán benefi ciarios de los programas que desarrollen las 

entidades y organismos pertenecientes al Sistema Nacional de Reforma Agraria y Desarrollo Rural Campesino, 

en su condición de sujetos de reforma agraria y accederán a los créditos de producción y otros subsidios en la 

misma forma establecida para los demás campesinos.

(…..)

Artículo 23. Coordinación. Para garantizar la adecuada y equitativa distribución de los bienes rurales en 

favor de la población campesina, indígena y los demás benefi ciarios, el Instituto Colombiano de la Reforma 

Agraria establecerá un sistema de información y coordinación de sus actividades de inscripción y selección 

de aspirantes y de dotación de bienes rurales, con las entidades públicas, privadas y comunitarias que realicen 

planes, programas, proyectos y acciones específi cas tendientes a la atención integral de la población desplazada, 

el Plan Nacional de Desarrollo Alternativo   Plante y las organizaciones representativas de los benefi ciarios.
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Decreto 3770 de 2008 (Septiembre 25) 
Reglamentación de la Comisión Consultiva de alto nivel de comunidades 
negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras y, se establecen los requisitos 
para el registro de Consejos Comunitarios

El Ministro del Interior y de Justicia de la República de Colombia, Delegatario de funciones presidenciales, 

en virtud del Decreto 3539 del 16 de septiembre de 2008, en ejercicio de sus facultades constitucionales y 

legales, y en especial las que le confi ere el artículo 189 numeral 11 de la Constitución Política y 45 de la Ley 

70 de 1993,

CAPÍTULO I. DE LA COMISIÓN CONSULTIVA DE ALTO NIVEL.

Artículo 1. CONFORMACIÓN. La Comisión Consultiva de Alto Nivel para las Comunidades Negras, Afroco-

lombianas, Raizales y Palenqueras, prevista en el artículo 45 de la Ley 70 de 1993, adscrita al Ministerio del 

Interior y de Justicia, se integrará de la siguiente manera:

• El Viceministro del Interior o su delegado, quien la presidirá.

• El Viceministro de Ambiente o su delegado.

• El Viceministro de Preescolar, Básica y Media o su delegado

• El Viceministro de Agricultura y Desarrollo Rural o su delegado.

• El Viceministro de Minas y Energía o su delegado.

• El Director del Departamento Nacional de Planeación o su delegado.

• El Director del Programa Presidencial para la Acción Social o su delegado.

• El Director del Instituto Geográfi co Agustín Codazzi o su delegado.

• El Director del Instituto Colombiano de Antropología e Historia, ICANH, o su delegado.

• El Gerente del Instituto Colombiano de Desarrollo Rural, Incoder, o su delegado.

• El Director de la Unidad Nacional de Tierras Rurales o su delegado.

• Los dos (2) Representantes a la Cámara elegidos por circunscripción especial para las Comunidades Ne-

gras, de que trata la Ley 649 de 2001.

• Los representantes de los Consejos Comunitarios y de Organizaciones de Base de Comunidades Negras, 

Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras, de conformidad con lo señalado en el artículo 2o del presente 

decreto.

Parágrafo. El Ministerio del Interior y de Justicia cursará invitación a los siguientes funcionarios, cuando los 

temas a consideración por parte de la Comisión Consultiva de Alto Nivel así lo ameriten:

• Los Viceministros de Vivienda y Desarrollo Territorial y de Agua y Saneamiento.

• Los Viceministros de Turismo y de Desarrollo Empresarial.

• El Viceministro de Transporte.

• El Viceministro de Comunicaciones.

• El Viceministro de Hacienda.
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• El Viceministro de Salud y Bienestar.

• El Director del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, ICBF.

• El Director del Servicio Nacional de Aprendizaje, Sena.

Artículo 2. CRITERIOS PARA LA ASIGNACIÓN DE REPRESENTANTES DE LOS CONSEJOS COMUNITA-

RIOS Y ORGANIZACIONES DE BASE DE COMUNIDADES NEGRAS, AFROCOLOMBIANAS, RAIZALES Y 

PALENQUERAS, ANTE LA COMISIÓN CONSULTIVA DE ALTO NIVEL. Para la representación de los Conse-

jos Comunitarios, y Organizaciones de Base de Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palenque-

ras, los departamentos en los que existan Consultivas Departamentales tendrán derecho a un delegado, por 

derecho propio, y uno más, de acuerdo con los criterios siguientes:

a)  De acuerdo con su Población:

• Un (1) consultivo adicional por cada doscientos cincuenta mil habitantes afrocolombianos autorreconoci-

dos, de conformidad con el censo de población vigente, o fracción superior a ciento veinticinco mil que 

tengan en exceso sobre los primeros doscientos cincuenta mil.

• Un (1) consultivo adicional en los casos en que la población departamental de Comunidades Negras, 

Afrocolombianas, Raizales o Palenqueras, de acuerdo con el censo de población vigente, sea superior al 

50% del total de la población del respectivo departamento;

b)  De acuerdo con el territorio colectivo. Un (1) Consultivo adicional por cada quinientas mil hectáreas ti-

tuladas a las comunidades negras del respectivo departamento, o fracción de doscientas cincuenta mil 

hectáreas que tengan en exceso sobre las primeras quinientas mil.

Parágrafo 1. El Distrito Capital de Bogotá contará con dos (2) representantes ante la Comisión Consultiva de 

Alto Nivel.

Parágrafo 2. Ningún departamento podrá contar con más de seis (6) representantes ante la Comisión Con-

sultiva de Alto Nivel.

Parágrafo 3. La Dirección de Asuntos para Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras 

del Ministerio del Interior y de Justicia, con base en los nuevos criterios establecidos en el presente decreto, 

determinará, mediante resolución motivada, el número de representantes ante la Comisión Consultiva de 

Alto Nivel, que le corresponde a cada departamento.

Parágrafo 4. La Comisión Consultiva de Alto Nivel podrá invitar a sus sesiones a los servidores públicos y a 

las demás personas que considere puedan contribuir al adecuado desarrollo de sus funciones.

Parágrafo 5. En los casos en que los representantes de las entidades públicas que integran la Comisión Con-

sultiva de Alto Nivel, deleguen la representación en otro funcionario, este deberá estar revestido de plenos 

poderes para tomar decisiones en nombre de la entidad que representa.

Parágrafo 6. De conformidad con lo establecido en el artículo 22 de la Ley 731 de 2002, en las asambleas gene-

rales y en las juntas de los Consejos Comunitarios, así como en las Comisiones Consultivas Departamentales, Re-

gionales y de Alto Nivel, deberá haber una participación no menor del 30% de mujeres afrocolombianas rurales.

Artículo 3. INVITADOS PERMANENTES. La Comisión Consultiva de Alto Nivel tendrá como invitados per-

manentes a sus sesiones a tres (3) líderes afrocolombianos, de Comunidades Negras, Raizales o Palenqueras, 

ex integrantes de la Comisión Especial para las Comunidades Negras, encargada de la reglamentación del 

artículo transitorio 55 de la Constitución Política, creada mediante el Decreto 1332 de 1992.
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Parágrafo. Los invitados permanentes a que alude el artículo anterior tendrán voz pero no tendrán voto.

Artículo 4. ELECCIÓN DE REPRESENTANTES DE LOS CONSEJOS COMUNITARIOS Y ORGANIZACIONES 

DE BASE DE COMUNIDADES NEGRAS, AFROCOLOMBIANAS, RAIZALES Y PALENQUERAS, ANTE LA 

COMISIÓN CONSULTIVA DE ALTO NIVEL. Los representantes designados por las organizaciones de Base de 

Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras y los Consejos Comunitarios ante las Comisio-

nes Consultivas Departamentales y Distrital de Bogotá, designarán de entre sus miembros, los representantes 

de las mismas comunidades ante la Comisión Consultiva de Alto Nivel.

Parágrafo. Las respectivas Secretarías Técnicas de las Comisiones Consultivas Departamentales y Distrital de Bo-

gotá comunicarán a la Dirección de Asuntos para Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras 

del Ministerio del Interior y de Justicia, la designación de los representantes de las Comunidades Negras, Afroco-

lombianas, Raizales y Palenqueras ante la Comisión Consultiva de Alto Nivel, para los efectos de su integración.

Artículo 5. FUNCIONES DE LA COMISIÓN CONSULTIVA DE ALTO NIVEL. La Comisión Consultiva de Alto 

Nivel tendrá las siguientes funciones:

1.  Servir de instancia de diálogo, concertación e interlocución entre las comunidades que representan y el 

Gobierno Nacional.

2.  Constituirse en mecanismo de difusión de la información ofi cial hacia las comunidades que representan 

y de interlocución con niveles directivos del orden nacional.

3.  Promover, impulsar, hacer seguimiento y evaluación a las normas que desarrollan los derechos de las co-

munidades que representan.

4.  Contribuir a la solución de los problemas de tierras que afectan a las comunidades que representan de todo 

el país e impulsar los programas de titulación colectiva que se adelanten en favor de estas comunidades.

5.  Establecer mecanismos de coordinación con las autoridades y entidades nacionales y territoriales para 

hacer efectivo el cumplimiento de los derechos sociales, económicos, políticos, culturales y territoriales 

de las comunidades que representan.

6.  Buscar consensos y acuerdos entre las comunidades que representan y el Estado, dentro del marco de la 

democracia participativa y de la utilización de los mecanismos de participación ciudadana y comunitaria, 

sin detrimento de la autonomía de la administración pública.

7.  Servir de espacio para el debate de los proyectos; de decretos reglamentarios de la Ley 70 de 1993, antes 

de que los mismos sean sometidos a la consideración del Gobierno Nacional. A ese efecto la Comisión 

deberá promover la difusión y consulta de tales proyectos con las organizaciones de base de las comuni-

dades negras.

8.  Servir de instancia de consulta previa de medidas legislativas o administrativas, del ámbito nacional sus-

ceptibles de afectar directamente a las Comunidades Negras, Raizales, Afrocolombianas o Palenqueras, 

de conformidad con la Ley 21 de 1991, aprobatoria del Convenio 169 de la OIT, sobre pueblos indígenas y 

tribales en países independientes.

Artículo 6. FUNCIONAMIENTO. La Comisión Consultiva de Alto Nivel se dará su propio reglamento interno, 

en el cual regulará su funcionamiento, las sesiones ordinarias y extraordinarias, el procedimiento para su con-

vocatoria y la integración de subcomisiones.

Artículo 7. SECRETARÍA TÉCNICA. La Secretaría Técnica de la Comisión Consultiva de Alto Nivel será ejer-

cida por la Dirección de Asuntos para Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras del 

Ministerio del Interior y de Justicia.
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CAPÍTULO II. DE LAS COMISIONES CONSULTIVAS DEPARTAMENTALES Y DEL DISTRITO CAPITAL DE 

BOGOTÁ.

Artículo 8. CONFORMACIÓN. En los departamentos en donde existan organizaciones de base y consejos 

comunitarios que representen a las Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales o Palenqueras, y en Bo-

gotá, D. C., se conformará una Comisión Consultiva, integrada de la siguiente manera:

• El Gobernador del respectivo departamento o el Secretario de Gobierno, el Interior o quien haga sus 

veces, quien la presidirá.

• Un representante de los alcaldes de los municipios con presencia de Comunidades Negras del respectivo 

departamento, escogido por ellos mismos.

• Un representante de los rectores de las universidades públicas.

• El Gerente Regional del Incoder.

• El Director de la respectiva Corporación Autónoma Regional.

• El delegado departamental o coordinador seccional de Acción Social.

• Un Delegado del Director del Instituto Geográfi co Agustín Codazzi.

• Los delegados de los consejos comunitarios y las organizaciones de comunidades Negras, Afrocolom-

bianas, Raizales y Palenqueras, de conformidad con el artículo once (11) del presente decreto; los cuales 

tendrán el mismo periodo de los consultivos de alto nivel.

Parágrafo 1. La Comisión Consultiva Distrital de Bogotá, D. C., se conformará en su caso, por el Alcalde Mayor 

o el Secretario de Gobierno, quien la presidirá; un (1) representante de los alcaldes locales; el Coordinador de 

Acción Social; el Director del Instituto Distrital de la Participación y Acción Comunal, el Director del Instituto 

Distrital de Cultura y Turismo, Recreación y Deportes y las organizaciones de Comunidades Negras, Afroco-

lombianas, Raizales y Palenqueras.

Parágrafo 2. Cuando los temas a consideración por parte de la Comisión Consultiva Distrital de Bogotá, D. C., 

así lo ameriten, la Secretaría Técnica cursará invitación a los siguientes funcionarios:

•  Los Secretarios de Hacienda, de Desarrollo Económico, Educación, Salud, Integración Social, Cultura, Re-

creación y Deporte, Ambiente y Hábitat.

•  El Director del Instituto de Desarrollo Urbano.

Parágrafo 3. Las Comisiones Consultivas Departamentales y Distrital de Bogotá, D. C., podrán invitar a sus 

sesiones a los servidores públicos y a las demás personas que consideren pueden contribuir para el adecua-

do desarrollo de sus funciones.

Artículo 9. SECRETARÍA TÉCNICA. La Secretaría Técnica de las Comisiones Consultivas Departamentales y 

de la Distrital de Bogotá, será ejercida por la dependencia responsable del tema étnico de Comunidades Ne-

gras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras, en el respectivo departamento o en el Distrito Capital; a falta 

de esta, por la Secretaría de Gobierno, del Interior o la entidad que haga sus veces.

Artículo 10. NÚMERO DE INTEGRANTES. 

Las Comisiones Consultivas Departamentales y Distrital de Bogotá, estarán integradas por un número no 

superior a treinta (30) representantes designados por las organizaciones de base de Comunidades Negras, 

Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras, y consejos comunitarios del respectivo departamento o de Bogotá, 
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D. C., según sea el caso. Para ello, podrán observarse criterios de zonifi cación, municipalización, cuencas, 

agremiación o localidades, de tal forma que se adecuen a las dinámicas particulares.

En todo caso deberá garantizarse la participación equitativa de los Consejos Comunitarios y las organizaciones.

Artículo 11. FORMA DE ELECCIÓN DE LOS REPRESENTANTES ANTE LAS COMISIONES CONSULTIVAS 

DEPARTAMENTALES Y DISTRITAL DE BOGOTÁ. 

La elección de los representantes de las Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras, ante 

las Comisiones Consultivas, Departamentales y Distrital de Bogotá, se hará en sesión pública convocada y 

presidida por el gobernador del respectivo departamento, el Alcalde Mayor de Bogotá, D. C. o su delegado, 

según corresponda.

Parágrafo. 1. Para los efectos de la elección, dentro de un término de treinta (30) días, previos a la misma, se 

harán tres (3) avisos, por un medio de amplia difusión dentro del respectivo Departamento o Distrito Capital. 

Los avisos indicarán la fecha, hora, sitio y motivo de la convocatoria, y los requisitos para ser candidato.

Artículo 12. FUNCIONES. 

Las Comisiones Consultivas Departamentales y la del Distrito Capital tendrán las siguientes funciones:

1.  Servir de instancia de diálogo, concertación e interlocución entre las comunidades que representan y el 

Gobierno Departamental o Distrital.

2.  Constituirse en mecanismo de difusión de la información ofi cial hacia las comunidades que representan 

y de interlocución con niveles directivos del orden departamental o distrital.

3.  Promover, impulsar, hacer seguimiento: y evaluación a las normas que desarrollan los derechos de las 

comunidades que representan.

4.  Contribuir a la solución de los problemas de tierras que afectan a las comunidades de su departamento o 

distrito, e impulsar los programas de titulación colectiva que se adelanten en favor de estas comunidades.

5.  Establecer mecanismos de coordinación con las autoridades y entidades departamentales, distritales y te-

rritoriales para hacer efectivo el cumplimiento de los derechos sociales, económicos, políticos, culturales 

y territoriales de las comunidades que representan.

6.  Buscar consensos y acuerdos entre las comunidades que representan y el Estado, dentro del marco de la 

democracia participativa y de la utilización de los mecanismos de participación ciudadana y comunitaria.

7.  Servir de instancia de consulta previa de medidas legislativas o administrativas, del ámbito Departamental 

o Distrital, según proceda, susceptibles de afectar directamente a las Comunidades Negras, Afrocolom-

bianas, Raizales o Palenqueras, de conformidad con la Ley 21 de 1991, aprobatoria del Convenio 169 de la 

OIT, sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes.

Artículo 13. FUNCIONAMIENTO. 

Cada Comisión Consultiva establecerá su reglamento interno, en el cual determinará sus reglas de funcionamiento.

CAPÍTULO III. DEL REGISTRO UNICO DE ORGANIZACIONES DE LAS COMUNIDADES NEGRAS, AFRO-

COLOMBIANAS, RAIZALES Y PALENQUERAS Y CONSEJOS COMUNITARIOS.

Artículo 14. REGISTRO ÚNICO. La Dirección de Asuntos para Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raiza-

les y Palenqueras, o la dependencia que haga sus veces, llevará un Registro Único de Consejos Comunitarios 

y Organizaciones de Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras.

Sólo podrán inscribirse en tal Registro, aquellas organizaciones que cumplan con los siguientes requisitos:
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a)  Tener dentro de sus objetivos reivindicar y promover los derechos humanos, territoriales, sociales, económi-

cos, culturales, ambientales y/o políticos de las Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales o Palenque-

ras, desde la perspectiva étnica, dentro del marco de la diversidad etnocultural que caracteriza al país;

b)  Tengan más de un año de haberse conformado como tales;

c)  Allegar el formulario único de registro, debidamente diligenciado, el cual será suministrado por la Direc-

ción de Asuntos para Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras del Ministerio del 

Interior y de Justicia, o la dependencia que haga sus veces;

d)  Acta de constitución de la organización, con la relación de sus integrantes, con sus respectivas fi rmas, 

número de documento de identidad, domicilio, en número no inferior a quince (15) miembros;

e)  Los Estatutos de la organización, los cuales no podrán omitir los siguientes aspectos:

I. Estructura interna de la organización.

II. Procedimiento para la elección de sus representantes y dignatarios.

III. Procedimiento para la toma de decisiones;

f)  Nombres de sus voceros o representantes elegidos democráticamente;

g)  Plan de actividades anual;

h)  Dirección para correspondencia.

Parágrafo. En los Estatutos de las organizaciones a que alude el presente artículo, se deberá establecer ex-

presamente que las personas que integran la organización, deben ser miembros de Comunidades Negras, 

Afrocolombianas, Raizales o Palenqueras.

Artículo 15. REGISTRO DE CONSEJOS COMUNITARIOS. Para la inscripción de los Consejos Comunitarios 

se requiere:

a)  Diligenciar el Formulario Unico de Registro, el cual será suministrado por la Dirección de Asuntos para 

Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras del Ministerio del Interior y de Justicia;

b)  Copia del acta de elección de la Junta del Consejo Comunitario, suscrita por el Alcalde, o certifi cación 

del registro de la misma en el libro que para tal efecto lleva la Alcaldía respectiva, de conformidad con el 

parágrafo 1o del artículo 9o del Decreto número 1745 de 1995;

c)  Copia de la resolución de adjudicación del respectivo territorio colectivo o certifi cación en que conste 

que la solicitud de adjudicación del mismo se encuentra en trámite.

Parágrafo 1. La Dirección de Asuntos para Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras 

del Ministerio del Interior y de Justicia, o quien haga sus veces, será la única entidad competente para expedir 

la respectiva resolución de inscripción de Consejos Comunitarios. Para ello deberá verifi car la documentación 

presentada y de encontrarla conforme a los requerimientos procederá a expedir la respectiva resolución.

Parágrafo. 2. Las Alcaldías Municipales deberán remitir en un término no mayor a treinta (30) días, a la Direc-

ción de Asuntos para Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras del Ministerio del Inte-

rior y de Justicia, o quien haga sus veces, la información sobre las novedades y modifi caciones en el registro 

de que trata el parágrafo 1o del artículo 9o del Decreto número 1745 de 1995.

Artículo 16. REQUISITOS DE INGRESO Y PERMANENCIA EN EL REGISTRO UNICO DE CONSEJOS CO-

MUNITARIOS Y DE ORGANIZACIONES DE COMUNIDADES NEGRAS, AFROCOLOMBIANAS, RAIZALES 

O PALENQUERAS. Para ingresar y permanecer en el Registro Único de Consejos Comunitarios y de Organiza-

ciones de Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales o Palenqueras, se deberá contar con la respectiva 
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resolución expedida por la Dirección de Asuntos para Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y 

Palenqueras, y cumplir con lo establecido en el artículo 17 del presente decreto.

Artículo 17. ACTUALIZACIÓN DE DOCUMENTOS. Las organizaciones de base de Comunidades Negras, 

Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras de que trata el presente decreto, deberán actualizar anualmente su 

plan de actividades, la relación de sus miembros, y los datos relacionados con la dirección y representación 

legal de la respectiva organización, y reportar tal información a la Dirección de Asuntos para Comunidades 

Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras, dentro de los tres (3) primeros meses de cada año.

Artículo 18. REPORTE DE CAMBIOS EN LA ESTRUCTURA DE ADMINISTRACIÓN, DIRECCIÓN Y/O RE-

PRESENTACIÓN. Cuando los Consejos Comunitarios o las Organizaciones de Base de Comunidades Negras, 

Afrocolombianas, Raizales o Palenqueras produzcan cambios, totales o parciales, en su Junta, del Represen-

tante Legal o en cualquiera de sus órganos de dirección o administración, éstos deberán ser informados a 

la Dirección de Asuntos para Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras, dentro de un 

término de treinta (30) días.

Parágrafo. Cuando se trate de novedades en la Junta de los consejos comunitarios, la información deberá 

ser remitida por la respectiva alcaldía a la Dirección de Asuntos para Comunidades Negras, Afrocolom-

bianas, Raizales y Palenqueras, dentro de los términos establecidos en el parágrafo 2o del artículo 15 del 

presente decreto.

Artículo 19. SUSPENSIÓN DEL REGISTRO. La Dirección de Asuntos para Comunidades Negras, Afroco-

lombianas, Raizales y Palenqueras del Ministerio del Interior y de Justicia, procederá a suspender, previo el 

procedimiento previsto en el artículo 35 del Código Contencioso Administrativo, hasta por un término de seis 

(6) meses, mediante resolución motivada, a las organizaciones que incumplan lo establecido en el artículo 

17 de este decreto. Las organizaciones que, vencidos los seis (6) meses de suspensión que le fue impuesta, 

continúen sin reportar la actualización de su información, serán retiradas defi nitivamente del registro único, 

mediante resolución motivada.

CAPÍTULO IV. DISPOSICIONES FINALES.

Artículo 20. SUBCOMISIONES. Para su operatividad, las comisiones consultivas se organizarán en subcomisiones.

Parágrafo. La Comisión Consultiva de Alto Nivel tendrá una Subcomisión de Consulta Previa, de que trata 

la Ley 21 de 1991; integrada por cinco (5) consultivos delegados por los voceros de las comunidades negras 

ante dicha instancia, para la coordinación y realización de los procesos de consulta de las medidas legislativas 

o administrativas del orden nacional, la cual desarrollará sus funciones de conformidad con las orientaciones 

y delegaciones que le impartan los delegados de las comunidades negras ante la Comisión Consultiva de 

Alto Nivel.

Artículo 21. INSTANCIAS DE REPRESENTACIÓN. Son instancias de representación de las Comunidades 

Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras:

a)  Los consejos comunitarios, en su doble condición de autoridad de administración interna de los territorios 

colectivos, y de organización de base por excelencia;

b)  Las organizaciones de base de que trata el presente decreto:
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c)  Las comisiones consultivas departamentales, distrital de Bogotá, y de Alto Nivel, y

d)  Las comisiones pedagógicas nacional y departamentales, según proceda.

Artículo 22. PERÍODO. El período de los representantes de las organizaciones de base de Comunidades 

Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras, y de los Consejos Comunitarios, ante las Comisiones Consul-

tivas departamentales, Distrital de Bogotá y de Alto Nivel será institucional de tres (3) años, contados a partir 

del primero (1o) de noviembre de 2008.

Artículo 23. CESACIÓN DE LA REPRESENTACIÓN. Vencido el período de los representantes de las organi-

zaciones de base de Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras, y de los Consejos Co-

munitarios, ante las Comisiones Consultivas departamentales, distrital de Bogotá y de Alto Nivel, sin que estos 

hayan sido reemplazados o ratifi cados mediante el procedimiento de elección contemplado en el artículo 11 

del presente decreto, cesarán automáticamente en el ejercicio de la representación.

Artículo 24. REELECCIÓN. A partir del período que inicia el primero (1o) de noviembre de 2012, los represen-

tantes de las Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras, ante las Comisiones Consultivas, 

no podrán ser reelegidos en forma inmediata.

Artículo 25. ELECCIONES SIMULTÁNEAS. Los representantes de las Comunidades Negras, Afrocolombia-

nas, Raizales y Palenqueras, ante las Comisiones Consultivas no podrán ser elegidos simultáneamente, du-

rante su respectivo período como Consultivo, a más de un espacio institucional en representación de dichas 

comunidades, incluida las Subcomisión de Consulta Previa de que trata el artículo 20 del presente decreto.

Artículo 26. REPRESENTACIÓN EN ESPACIOS INSTITUCIONALES. Para todos los efectos que se requiera 

la nominación, designación o elección de representantes de las Comunidades Negras, Afrocolombianas, Rai-

zales o Palenqueras, para acceder a espacios institucionales de concertación o interlocución entre el Estado 

y dichas comunidades, se deberá informar con una antelación no inferior de quince (15) días a los delegados 

de dichas Comunidades para que en su espacio autónomo Nacional, Departamental o Distrital procedan a la 

nominación, designación o elección; decisión que en todo caso se podrá tomar por consenso o por votación, 

caso en el cual deberá realizarse con al menos la mitad más uno de los votos de los consultivos.

Parágrafo. Las representaciones de los actuales consultivos a los espacios de que trata el presente artículo 

vencen el 31 de octubre de 2008.

Artículo 27. ACREDITACIÓN AFILIACIÓN EN SALUD. Los representantes de las Comunidades Negras, Afro-

colombianas, Raizales y Palenqueras, ante las Comisiones Consultivas de Alto Nivel, Departamentales y Dis-

trital de Bogotá, al momento de su posesión deberán acreditar su afi liación al régimen contributivo o al 

subsidiado de salud.

Artículo 28. SESIONES Y DOMICILIO DE LAS COMISIONES. La Comisión Consultiva de Alto Nivel, las Co-

misiones Consultivas Departamentales y la Distrital de Bogotá, sesionarán, de manera ordinaria, dos (2) veces 

al año; su domicilio será el que determine su reglamento interno.

Artículo 29. ACTUALIZACIÓN DE DOCUMENTOS. A partir del año 2009, los Consejos Comunitarios de-

berán, dentro de los primeros tres (3) meses de cada año, actualizar el reglamento interno y el censo de 

su comunidad, de acuerdo con las novedades que se hayan presentado durante el año anterior, y reportar 

dicha información a la Dirección de Asuntos para Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palen-
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queras del Ministerio del Interior y de Justicia. Para los efectos del reporte de la información del censo de 

la comunidad, la Dirección de Asuntos para Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras 

suministrará los respectivos formularios. En caso de no haber novedades, así deberán reportarlo dentro del 

precitado término.

Artículo 30. FINANCIACIÓN. Las instituciones públicas del nivel nacional, departamental, municipal y del 

Distrito de Bogotá, destinarán los recursos económicos, técnicos y logísticos sufi cientes para el buen funcio-

namiento de las Comisiones Consultivas, según sus competencias y necesidades específi cas de interlocución 

y concertación.

Artículo 31. DEFINICIONES. Para los efectos del presente decreto se entiende por:

1.  Consejo Comunitario. Es la máxima autoridad de administración interna de las tierras de comunidades 

negras.

2.  Organizaciones de Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras. Son asociaciones co-

munitarias integradas por personas de las Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales o Palenqueras; 

que reivindican y promueven los derechos étnicos y humanos de estas comunidades.

3.  Organizaciones de Segundo Nivel son asociaciones de consejos comunitarios, constituidos de conformidad 

con el Decreto 1745 de 1995, y las organizaciones que agrupan a más de dos (2) organizaciones, inscritas en 

el Registro Unico de la Dirección de Asuntos para Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palen-

queras del Ministerio del Interior y de Justicia, siempre y cuando el área de infl uencia de dichas organizacio-

nes corresponda a más de la tercera parte de los departamentos donde existan comisiones consultivas.

Artículo TRANSITORIO 1. Dentro de los tres (3) meses siguientes a la expedición del presente decreto, se 

deberá proceder a la elección de los representantes de las Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales 

o Palenqueras ante las comisiones consultivas departamentales, distrital y de alto nivel. En caso, de no darse 

cumplimiento a lo dispuesto en la presente disposición, se dará aplicación a lo establecido en el artículo 23 

del presente decreto.

Artículo TRANSITORIO 2. Las organizaciones de base, se adecuarán a las disposiciones del presente decreto 

dentro de los tres (3) meses siguientes a la entrada en vigencia del mismo, en caso contrario, serán excluidas 

del Registro Unico de Consejos Comunitarios y Organizaciones de Comunidades Negras, Afrocolombianas, 

Raizales y Palenqueras del Ministerio del Interior y de Justicia. Para tal efecto, la Dirección de Asuntos para 

Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras, hará los requerimientos que sean necesarios, 

expedirá las resoluciones respectivas y efectuará las notifi caciones que sean del caso. Se exceptúan de esta 

disposición: a) Los consejos comunitarios, y b) Las organizaciones de base que cuentan con resolución de 

inscripción expedida con posterioridad al 1o de enero de 2006.

Artículo transitorio 3. Las Comisiones Consultivas Departamentales y Distrital de Bogotá, adoptarán su 

reglamento interno dentro de los tres (3) primeros meses siguientes a su conformación. Copia de dicho 

reglamento interno deberá ser remitida, por la respectiva Secretaría Técnica, a la Dirección de Asuntos para 

Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras.

Artículo transitorio 4. La Comisión Consultiva de Alto Nivel adoptará su reglamento interno en la primera 

sesión que realice a partir del 1o de noviembre de 2008.

Artículo 32. VIGENCIA. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación y deroga los Decretos 

2248 de 1995; 2344 de 1996 y las disposiciones que le sean contrarias.
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Decreto 4530 de 2008 (Noviembre 28)
Por el cual se modifi ca la estructura del Ministerio del Interior y de Justicia y se 
dictan otras disposiciones

CAPITULO I. OBJETIVOS Y FUNCIONES

Artículo 1. Objetivos. El Ministerio del Interior y de Justicia tendrá los siguientes objetivos:

1.  Formular las políticas, planes generales, programas y proyectos del Ministerio y del Sector Administrativo del 

Interior y de Justicia.

2.  Formular la política de Gobierno en materias relativas al orden público interno en coordinación con el Ministro 

de Defensa Nacional en lo que a este corresponda; a los asuntos políticos; la convivencia ciudadana y los 

Derechos Humanos; a la participación ciudadana en la vida y organización social y política de la Nación; a las 

relaciones entre la Nación y las entidades territoriales de la República; al acceso a la justicia, la justicia formal y 

del derecho; a la gestión jurídica pública; a la defensa jurídica del Estado, y del ordenamiento jurídico; justicia 

transicional; política criminal; a lo penitenciario y carcelario; desplazados, seguridad jurídica, entidades 

territoriales, acceso a la justicia y trata de personas; al problema mundial de las drogas; a la seguridad jurídica; 

a los asuntos notariales y registrales, a la prevención y gestión del riesgo, y a los derechos de autor.

3.  Contribuir al desarrollo de la política de paz del Gobierno Nacional.

4.  Promover el ordenamiento y la autonomía territorial, la política de descentralización y el fortalecimiento 

institucional, dentro del marco de su competencia.

5.  Consolidar, en la administración de los asuntos políticos, la democracia participativa y pluralista.

6.  Impulsar y garantizar los derechos y libertades fundamentales de los ciudadanos, el orden público y la 

convivencia ciudadana.

7.  Apoyar el diseño concertado con las entidades estatales pertinentes, de las políticas en relación con los 

Derechos Humanos fundamentales, sociales, económicos, culturales y colectivos y la implementación del 

Derecho Internacional Humanitario.

8.  Impulsar políticas tendientes a garantizar la libertad de cultos y el derecho individual a profesar libremente 

una religión o credo.

9.  Apoyar el diseño de políticas y ejecutar las de su competencia en relación con los asuntos y derechos de los 

grupos minoritarios.

10. Contribuir al ejercicio armónico de las competencias y atribuciones de las entidades del respectivo Sector, 

de conformidad con lo previsto en el artículo 6° de la Ley 489 de 1998.

Artículo 2. Funciones. El Ministerio del Interior y de Justicia tiene, además de las funciones determinadas en la 

Constitución Política y el artículo 59 de la Ley 489 de 1998, las siguientes:

1.  Orientar, coordinar y controlar de conformidad con la ley y estructuras orgánicas respectivas, las entidades 

adscritas y vinculadas e impulsar y poner en ejecución planes de desconcentración y delegación de las 

actividades y funciones en el Sector Administrativo del Interior y de Justicia.

2.  Formular, coordinar, evaluar y promover políticas en materia de fortalecimiento de la democracia, de los 

asuntos políticos, legislativos, y la participación ciudadana en la organización social y política de la Nación.
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3.  Formular, coordinar, evaluar y promover la política de Estado en materia de seguridad, convivencia 

ciudadana y la protección de los Derechos Humanos en coordinación con las demás entidades del 

Estado competentes.

4.  Formular, promover y ejecutar políticas, en el marco de su competencia, en materia de descentralización, 

ordenamiento y autonomía territorial, desarrollo institucional y las relaciones políticas y de orden público 

entre la Nación y las entidades territoriales.

5.  Apoyar la formulación de la política de Estado dirigida a los grupos minoritarios y ejecutarla en lo de su 

competencia en coordinación con las demás entidades competentes del Estado.

6.  Coordinar y garantizar el normal desarrollo de los procesos electorales.

7.  Formular, coordinar, evaluar y promover las políticas y estrategias que faciliten el acceso a la justicia 

comunitaria, alternativa o formal, y la utilización de medios alternativos de solución de confl ictos.

8.  Formular, promover y ejecutar políticas y estrategias de Estado en materia de justicia, defensa jurídica pública, 

coordinación de la gestión jurídica pública, derecho y demás aspectos relacionados.

9.  Participar en el diseño y defi nición de la política criminal y penitenciaria del Estado, la prevención del delito, 

las acciones contra la criminalidad organizada, y el tratamiento penitenciario y carcelario con el fi n de 

garantizar los fi nes de la pena.

10.  Formular, coordinar, evaluar y promover las políticas sobre el problema mundial de las drogas ilícitas en 

lo de su competencia.

11.  Promover en el marco de su competencia, las normas sobre extinción de dominio y establecer las políticas 

para la destinación de los bienes incautados y decomisados en los términos de la ley.

12.  Diseñar y aplicar políticas y estrategias de racionalización del ordenamiento jurídico y facilitar el acceso 

a la información jurídica.

13.  Coordinar la defensa del ordenamiento jurídico, proponer reformas normativas y asesorar al Gobierno 

Nacional en la formulación de iniciativas normativas.

14.  Diseñar estrategias para el fortalecimiento, promoción y acercamiento de la ciudadanía y la comunidad 

a la legislación vigente, a la prestación de servicios relacionados con la Administración de Justicia, a la 

utilización de mecanismos alternativos de solución de confl ictos, y de asistencia a la comunidad sobre los 

temas de competencia del Ministerio.

15.  Apoyar en lo de su competencia, los procesos de justicia transicional en el marco del mandato contenido 

en las leyes y las demás que las modifi quen y reglamenten.

16.  Participar con el Gobierno Nacional en el diseño de las políticas relacionadas con la protección de la fe 

pública y lo concerniente al sistema de notariado.

17.  Participar con el Gobierno Nacional en el diseño de las políticas de registro público inmobiliario, del sistema 

y de la función registral.

18.  Participar con el Gobierno Nacional en el diseño de las políticas relacionadas con los derechos de autor 

y los derechos conexos.

19.  Coordinar en el Congreso de la República la agenda legislativa del Gobierno Nacional con el concurso de los 

demás ministerios, y las demás entidades del orden nacional.

20.  Preparar los proyectos de decreto y resoluciones ejecutivas que deban dictarse en ejercicio de las 

atribuciones que corresponden al Presidente de la República como suprema autoridad administrativa, en los 
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asuntos de su competencia.

21.  Cumplir las disposiciones legales en lo relacionado con el Fondo para la Participación y el Fortalecimiento de 

la Democracia.

22. Cumplir las disposiciones legales en lo relacionado con el Fondo de Seguridad y Convivencia Ciudadana, Fonsecon, 

el Fondo de Infraestructura Carcelaria, el Fondo de Protección y el Fondo de Lucha contra las Drogas.

23.  Organizar y dirigir el Centro de Estudios Políticos y el Centro de Estudios Jurídicos desde los cuales se 

investiguen, estudien, analicen y difundan el ordenamiento constitucional y legal, los fenómenos sociales, 

jurídicos y políticos nacionales e internacionales.

24.  Servir de enlace entre la Rama Ejecutiva, la Rama Legislativa, la Rama Judicial, el Ministerio Público, la 

Registraduría Nacional del Estado Civil y los organismos de control en los temas de su competencia.

25.  Preparar los anteproyectos de planes o programas o proyectos de inversiones correspondientes al 

Sector Administrativo del Interior y de Justicia.

26.  Orientar, coordinar, evaluar y ejercer el control administrativo a la gestión de las entidades que 

componen el Sector Administrativo del Interior y de Justicia.

27.  Las demás funciones asignadas por la ley.

Artículo 3. Dirección. La dirección del Ministerio del Interior y de Justicia estará a cargo del Ministro, quien la 

ejercerá con la inmediata colaboración de los Viceministros.

Artículo 4. Integración del Sector Administrativo del Interior y de Justicia. El Sector Administrativo del Interior 

y de Justicia de acuerdo con lo establecido en el artículo 4 del Decreto-ley 200 de 2003 está integrado por el 

Ministerio del Interior y de Justicia y las entidades adscritas y vinculadas que se enuncian a continuación. El 

Ministerio tendrá a su cargo la formulación de la política, así como la orientación del ejercicio de sus funciones 

y las de las entidades que conforman el Sector, de la elaboración de los programas sectoriales y en la ejecución 

de los mismos, sin perjuicio de las potestades de decisión que les correspondan.

1.  Son entidades adscritas:

 1.1 Establecimientos Públicos:

1.1.1  Fondo para la Participación y el Fortalecimiento de la Democracia.

1.1.2  Corporación Nacional para la Reconstrucción de la Cuenca del Río Páez y Zonas Aledañas “Nasa 

Kiwe”.

1.1.3  Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario.

 1.2  Unidades Administrativas Especiales (Con personería jurídica):

1.2.1  Dirección Nacional de Derecho de Autor.

1.2.2  Dirección Nacional de Estupefacientes.

 1.3  Superintendencia de Notariado y Registro.

2.  Entidades Vinculadas:

 2.1  Empresa Industrial y Comercial del Estado:

2.1.1  Imprenta Nacional de Colombia.
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CAPITULO II. DE LA ESTRUCTURA Y FUNCIONES DE SUS DEPENDENCIAS 

Artículo 5. Estructura. La estructura del Ministerio del Interior y de Justicia será la siguiente:

1.  Despacho del Ministro.

 1.1  Ofi cina de Asesora de Planeación.

 1.2  Ofi cina de Control Interno.

 1.3  Ofi cina de Asuntos de Cooperación Internacional.

 1.4  Ofi cina de Asuntos Legislativos.

2.  Despacho del Viceministro del Interior.

 2.1  Dirección para la Democracia y Participación Ciudadana.

 2.2  Dirección de Asuntos Indígenas, Minorías y Rom.

 2.3  Dirección de Asuntos para Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras.

 2.4  Dirección de Gobernabilidad Territorial.

 2.5  Dirección de Derechos Humanos.

 2.6  Dirección de Gestión de Riesgo para la Prevención y Atención de Desastres.

3.  Despacho del Viceministro de Justicia y del Derecho.

 3.1  Dirección de Acceso a la Justicia.

 3.2  Dirección de Justicia Formal y del Derecho.

 3.3  Dirección de Justicia Transicional.

 3.4  Dirección de Ordenamiento Jurídico.

 3.5  Dirección de Defensa Jurídica del Estado.

 3.6  Dirección de Política Criminal y Penitenciaria.

 3.7  Dirección de Política de Lucha contra las Drogas y Actividades Relacionadas.

4.  Secretaría General.

 4.1  Dirección de Infraestructura.

 4.2  Dirección Jurídica.

 4.3  Ofi cina de Sistemas.

5.  Organos de Asesoría y Coordinación.

 5.1  Comité del Sistema Integrado de Gestión Institucional.

 5.2  Comisión de Personal.

 5.3  Comité Sectorial de Desarrollo Administrativo.

 (…)

Artículo 11. Funciones del Despacho del Viceministro del Interior. Son funciones del Viceministerio del Interior, 

además de las establecidas en el artículo 62 de la Ley 489 de 1998, las siguientes:

(…)
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2.  Asesorar al Ministro en la formulación y adopción de políticas del Ministerio, en particular en las relacionadas 

con orden público interno, seguridad y convivencia, descentralización, autonomía territorial, participación 

ciudadana, comunitaria y democrática, asuntos políticos y electorales, asuntos legislativos, minorías étnicas y 

culturales, la gestión del riesgo, Derechos Humanos y lucha contra la trata de personas, y en la coordinación 

del control a la gestión misional de la Entidad.

(…)

10.  Planear, coordinar, proponer políticas y trazar directrices, conjuntamente con el Ministro que orienten el 

marco político de un Estado Social de Derecho, la autonomía y gobernabilidad territorial.

11.  Consolidar un liderazgo efectivo en materia de atención de minorías étnicas y culturales.

 (…)

Artículo 13. Funciones de la Dirección de Asuntos Indígenas, Minorías y Rom. Son funciones de la Dirección de 

Asuntos Indígenas, Minorías y Rom, las siguientes:

1.  Proponer políticas orientadas al reconocimiento y protección de la diversidad étnica y cultural, en particular, 

para los pueblos indígenas y rom.

2.  Velar por la integridad étnica y cultural de los pueblos indígenas y rom y promover sus derechos 

fundamentales.

3.  Diseñar programas de asistencia técnica, social y de apoyo a la política para las comunidades indígenas, rom 

y poblaciones LGTB - lesbianas, gays, transexuales y bisexuales.

4.  Coordinar interinstitucionalmente la realización de los espacios de participación para los pueblos indígenas 

previstos por la ley, y promover la participación de las organizaciones y autoridades que los representen.

5.  Apoyar al Grupo de Consulta Previa en la realización de los procesos de consulta para proyectos de desarrollo 

que afecten a las comunidades indígenas y rom.

6.  Promover la resolución de confl ictos de conformidad con los usos y costumbres de las comunidades 

indígenas y rom.

7.  Llevar el registro de las autoridades tradicionales indígenas reconocidas por la respectiva comunidad y las 

asociaciones de autoridades indígenas.

8.  Promover acciones con enfoque diferencial tanto de parte del Ministerio, como de las demás entidades del 

Estado orientadas a atender la población indígena y Rom.

9.  Prestar asesoría a las gobernaciones y alcaldías municipales para la debida atención a las comunidades 

indígenas, al pueblo rom y a la población LGTB.

10.  Realizar los estudios socioeconómicos para la constitución, saneamiento, ampliación y reestructuración de 

resguardos indígenas.

11.  Promover en coordinación con el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial y el Incoder, la 

formulación de agendas ambientales conjuntas con las comunidades indígenas.

12.  Planifi car y ejecutar los procedimientos para la titulación de tierras a las comunidades indígenas y las necesarias 

a comunidades afectadas por desastres naturales y/o antrópicos, en coordinación con las dependencias del 

Ministerio y entidades involucradas en la materia.

13.  Proponer proyectos de ley o de actos legislativos o de reformas legislativas, así como efectuar el análisis 
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normativo y jurisprudencial en coordinación con la Dirección de Ordenamiento Jurídico, y con la Ofi cina de 

Asuntos Legislativos en la presentación, discusión y seguimiento, en materia de su competencia.

14.  Participar en las Juntas, Comisiones, Comités y Grupos Técnicos de los cuales haga parte o por delegación 

del Ministro o Viceministros.

15.  Atender las peticiones, requerimientos y consultas relacionadas con asuntos de su competencia.

16.  Las demás funciones asignadas que correspondan a la naturaleza de la dependencia.

Artículo 14. Funciones de la Dirección de Asuntos para Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y 
Palenqueras. Son funciones de la Dirección de Asuntos para Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y 

Palenqueras, las siguientes:

1.  Proponer políticas orientadas al reconocimiento y protección de la diversidad étnica y cultural, para las 

comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras.

2.  Velar por la integridad étnica y cultural de las comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras 

y promover sus derechos fundamentales.

3.  Diseñar programas de asistencia técnica, social y de apoyo a la política para las comunidades negras, 

afrocolombianas, raizales y palenqueras.

4.  Coordinar interinstitucionalmente la realización de los espacios de participación para las comunidades 

negras, afrocolombianas previstos por la ley, y promover la participación de las organizaciones y autoridades 

que los representen.

5.  Apoyar al Grupo de Consulta Previa en la realización de las consultivas, los procesos de consulta para 

proyectos de desarrollo que afecten a las comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras.

6.  Promover la resolución de los confl ictos que se deriven del derecho al ejercicio de las prácticas tradicionales 

de las comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras.

7.  Llevar el registro único nacional de los consejos comunitarios, organizaciones de base, representantes y de 

las comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras.

8.  Planifi car y ejecutar los procedimientos para la titulación colectiva de las tierras baldías a las comunidades 

negras, afrocolombianas, en coordinación con las dependencias del Ministerio y entidades involucradas 

en el tema.

9.  Promover con los diferentes niveles de Gobierno, la incorporación del enfoque diferencial para las 

comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras en políticas, planes, programas y proyectos 

especiales sectoriales.

10.  Prestar asesoría a las gobernaciones y alcaldías municipales para la debida atención a las comunidades 

negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras.

11.  Promover en coordinación con el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial y el Incoder, la 

formulación de agendas ambientales conjuntas con las comunidades negras, afrocolombianas, raizales y 

palenqueras.

12.  Proponer proyectos de ley o de actos legislativos o de reformas legislativas, así como efectuar el análisis 

normativo y jurisprudencial en coordinación con la Dirección de Ordenamiento Jurídico, y con la Ofi cina de 

Asuntos Legislativos, en la presentación, discusión y seguimiento, en materia de su competencia.
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13.  Participar en las Juntas, Comisiones, Comités y Grupos Técnicos de los cuales haga parte o por 

delegación del Ministro o Viceministros.

14.  Atender las peticiones, consultas y requerimientos relacionados con asuntos de su competencia.

15.  Las demás funciones asignadas que correspondan a la naturaleza de la dependencia.

(…)


